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Boletín N°1943-07 (S)-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de reforma constitucional que crea el Ministerio Público.

Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite constitucional, sobre el proyecto de reforma constitucional individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia en carácter de “suma”. El plazo que tiene la Corporación para su despacho vence el 15 de junio de 1997.

---------  


Durante estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, don Rafael Blanco, y los abogados asesores de esa Cartera de Estado, señores Raúl Tavolari y Claudio Troncoso.

--------- 


Se hace constar que las reformas propuestas requieren para su aprobación con arreglo al artículo 116 de la Constitución del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados en ejercicio.


Se hace constar, asimismo, que vuestra Comisión ha aprobado el proyecto del H. Senado en los mismos términos, con la salvedad del nuevo artículo 80 A, al que ha introducido una enmienda en su inciso final.

Dado el grado de conocimiento alcanzado respecto de la institución del Ministerio Público a través del estudio del nuevo Código de Derecho Procesal Penal, de la anterior reforma constitucional que lo creaba y de la que en esta ocasión se informa, la aprobación de la idea de legislar fue unánime y sin mayor debate.

El articulado, en la discusión en particular, también fue aprobado por unanimidad, salvo el artículo 80 A, que lo fue por simple mayoría. 


La coincidencia de pareceres entre el H. Senado y vuestra Comisión encuentra su justificación, además del conocimiento de la materia, en el hecho de que la mayor parte de sus integrantes participó activamente en la discusión del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esa Corporación.

--------


El Gobierno se encuentra firmemente convencido de la necesidad de materializar, en el ámbito del sistema de justicia, una modernización que permita adecuar la institucionalidad que conforma el modelo de administración de justicia a los procesos de desarrollo político, económico y social que ha experimentado nuestro país en las últimas décadas.


En este marco de razonamiento se encuentra inserta la reforma del sistema de enjuiciamiento criminal, que representa uno de los ámbitos de mayor relevancia al momento de juzgar el verdadero nivel de desarrollo democrático de un país.


La materialización de esa reforma requerirá de la presentación de diversas iniciativas constitucionales y legales, entre las cuales cabe mencionar: 


( El nuevo Código de Derecho Procesal Penal. 


( La reforma constitucional que crea el Ministerio Público. 
 


( El proyecto de ley orgánica constitucional del Ministerio Público. 


( El proyecto que crea el Servicio de Asistencia Judicial. 


( El proyecto de ley que crea la Defensoría Pública, para ofrecer atención gratuita a los imputados que no puedan procurársela. 


( El proyecto de ley de reforma al Código Orgánico de Tribunales, de acuerdo con las exigencias del nuevo sistema procesal penal. 


( El proyecto de ley sobre hábeas data.


( El proyecto de ley destinado a adecuar diferentes normas de la legislación vigente a las especificaciones de la reforma procesal penal.

--------


En esta ocasión, corresponde a la Cámara de Diputados pronunciarse sobre la reforma constitucional que crea la figura del Ministerio Público, complemento necesario e indispensable del proyecto de ley de nuevo Código de Derecho Procesal Penal.


Como cuestión previa, hay que tener en consideración ( para evitar equívocos ( que este proyecto de reforma constitucional no repone el Ministerio Público creado por la Ley de Organización i Atribuciones de los Tribunales, de 15 de octubre de 1875, parcialmente desmantelado por el D.F.L. Nº 426, de 1927
.


Lo que hace este proyecto es crear e incorporar, con rango constitucional y con la misma denominación, un nuevo órgano del Estado, para hacer posible el reemplazo del procedimiento penal vigente, de carácter inquisitivo, en el cual el órgano judicial ( léase tribunal ( asume las funciones investigadoras, acusadoras y juzgadoras, por otro, de perfil acusatorio, en el cual se atribuyen a sujetos diferentes la instrucción y el juzgamiento. 

La necesidad de consagrar su existencia en la Constitución Política de la República viene determinada por la circunstancia de que algunas de las funciones que pasarán al Ministerio Público están actualmente radicadas en los tribunales ordinarios.

El ministerio público, encargado de la instrucción, intervendrá antes de y durante el proceso penal, en las etapas de investigación preliminar, de la formalización de la instrucción, del cierre de la investigación, de la acusación y del juicio oral.

Al objeto de recordar la forma en que operarán los fiscales en cada una de esas etapas, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes.


Durante la investigación preliminar, el Ministerio Público actúa con criterios de objetividad, como sucede hoy en día con los  jueces del crimen; se le imponen  deberes en función de la víctima, siendo el principal de ellos el deber de dar toda la información que la víctima requiera; se obliga a los fiscales a motivar sus decisiones y requerimientos, y se les exige inhabilitarse si les afecta una causal que obste a su objetividad.


Durante el transcurso de la misma, la actividad del fiscal está sujeta a controles.  El Ministerio Público puede ser renuente a investigar, pues tiene la posibilidad de no iniciar la investigación o de abandonar la ya iniciada, o de resolver el archivo provisional de los antecedentes. 


El proyecto de nuevo Código regula la no iniciación de la investigación, indicando que, si el Ministerio Público resuelve no iniciar la investigación, la víctima, mediante la interposición de la querella, puede provocar la intervención del juez, el que, si la admite a tramitación, obliga al Ministerio Público a investigar. 


Si el Ministerio Público resuelve el archivo provisional de los antecedentes, la víctima tiene el derecho de solicitar del fiscal la reapertura del procedimiento y la realización de diligencias de investigación; puede reclamar también ante las autoridades superiores del Ministerio Público y, por último, interponer una querella, la que, admitida por el juez, genera la obligación de investigar para el Ministerio Público.  


El efecto principal de estas normas es que el Ministerio Público no tiene el monopolio de la acción penal.  En esta etapa previa, la resistencia del Ministerio Público a investigar está sujeta al control del juez.


La formalización de la instrucción, ante el  juez de control de la instrucción, tiene por finalidad dar a conocer al imputado el hecho de encontrarse el fiscal desarrollando una investigación penal en su contra. El fiscal lo hará para provocar la declaración judicial del imputado o cuando requiriere de la intervención judicial para adoptar medidas que puedan afectar los derechos de éste. 


El fiscal pierde el derecho de archivar provisionalmente el procedimiento y empieza el plazo de dos años que tiene para cerrar la investigación, pudiendo el juez de control fijarle uno inferior. Puede pedir al juez pasar de inmediato al juicio oral o la suspensión condicional del procedimiento. Se pueden aceptar, asimismo, acuerdos reparatorios entre el imputado y la víctima si se tratare de delitos que recaen sobre bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial. 


Finalizada la instrucción y cerrada la investigación, el fiscal puede solicitar el sobreseimiento definitivo o temporal, o formular acusación, todo ello con intervención del juez de control de la instrucción. Si decide acusar, se debe llevar a cabo la audiencia de preparación del juicio oral, al término de la cual el juez  dicta el auto de apertura del mismo.

 
Se llega, por fin, al  juicio oral, en el que se produce una paridad entre los diferentes intervinientes. En esta etapa, si el tribunal estima que la actividad investigadora del Ministerio Público resulta insuficiente, puede decretar pruebas, lo que en sí mismo es una excepción del procedimiento acusatorio, en el cual debe existir absoluta imparcialidad de parte del juzgador.


Todo lo anterior demuestra que, pese a su autonomía funcional, el Ministerio Público nunca está fuera de controles.


Esa autonomía funcional, en todo caso, no tiene otro propósito que evitar que la Corte Suprema, ejerciendo la potestad disciplinaria que la Constitución Política de la República le reconoce, incursione dentro de la actividad del Ministerio Público, indicándole que realice tal o cual cosa.


En la práctica, empero, en todas las actuaciones en que participe el juez de control de la instrucción, quien tendrá la última palabra será la Corte Suprema. Lo anterior, por cuanto sigue vigente la norma constitucional que otorga a la Corte Suprema la superintendencia directiva, correccional y económica sobre todos los tribunales de la República, salvo determinadas excepciones. En ejercicio de esas atribuciones, perfectamente la Corte Suprema puede ver qué es lo que el tribunal hace respecto del Ministerio Público.


Se llamó la atención sobre el hecho de que todo el sistema de control que se ha esbozado se encuentra establecido para regular la inactividad del fiscal, faltando por saber como se controla a un fiscal “sobreactuador”.


Se aclaró que la sobreactividad del fiscal se traduce, en la práctica,  en la proposición de actuaciones lesivas o perturbadoras de los derechos de las personas. Todas estas actuaciones sólo se pueden verificar con autorización judicial, lo que constituye la primera valla. Otra forma de reclamar en contra de este fiscal es por la vía administrativa, ante las autoridades superiores del Ministerio Público, que es una posibilidad que siempre existe. El juez de control de la instrucción puede, además, decretar el sobreseimiento si el imputado le hace ver que no hay mérito para continuar el procedimiento.


El problema más complicado se presenta en la etapa de la investigación preliminar, que es desformalizada, en la cual se corre el riesgo de que el fiscal dé publicidad a un asunto. En el proyecto se consideraba una disposición que prohibía al fiscal dar información, lo que sólo podía hacer una vez judicializada la causa. Como esa norma no fue aprobada, el riesgo de que eso suceda existe. En esta misma etapa, si una persona está siendo objeto de una investigación, sin que haya actuado el juez de control de la instrucción, el afectado puede ocurrir ante éste para que enfrente al fiscal y le pregunté qué hechos investiga y el motivo por el cual lo hace.

-------- 


El mensaje se encarga de destacar, a la vez, los diferentes temas involucrados en el paso institucional que el Gobierno y el Parlamento deben dar al objeto de sentar el camino de un nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, construido en los principios e ideas de una democracia sustentada en un Estado de Derecho, auténticamente comprometida con el respeto a los derechos de las personas y en la cual las bases constitucionales del sistema de justicia, como lo son las normas del debido proceso, son la regla para medir nuestra consolidación institucional.


Tales temas son:


( La separación de las funciones de investigar y la de juzgar, entregando a órganos distintos cada una de estas funciones. 

El actual sistema de procedimiento penal carece de condiciones objetivas de imparcialidad, por cuanto entrega a una misma persona las funciones de investigar, acusar y sentenciar. Esta persona es el juez del crimen que recibe los antecedentes de la investigación, se forma una convicción sobre la base de tales antecedentes y, con el mérito de ella, determina la formulación de la correspondiente acusación para, posteriormente, dictar la sentencia respectiva.


Se afirma al respecto que la investigación que hoy realizan los jueces no posee una naturaleza propiamente jurisdiccional, por lo que lejos de desnaturalizarse o afectarse los roles de la judicatura con la reforma, se afirma y asienta con fuerza el rescate de las funciones que los jueces están llamados a cumplir.


La reforma procesal penal entrega la función de investigar a un órgano nuevo, el Ministerio Público, encargado, por ende, de la persecución penal pública, que deberá, a estos efectos, conducir y dirigir la investigación penal, dirigir y coordinar la labor de los organismos policiales y, posteriormente, formular y sustentar la acusación ante los tribunales del crimen, representan​do los intereses de la comunidad en la persecución de los delitos. 


( El reemplazo del actual sistema inquisitivo por un sistema auténticamente adversarial y acusatorio.

La reforma procesal penal intenta estructurar un proceso con igualdad de condiciones para las partes litigantes, enfrentando al acusador y al acusado en un proceso genuinamente imparcial, donde al juez se le reserva la función de juzgar y fallar de acuerdo al mérito de las pruebas presentadas por las partes, juzgando como tercero imparcial y con un sistema de valoración de la prueba conforme con las reglas de la  sana crítica.


De esta forma se tendrá, por una parte, al Ministerio Público en representación de los intereses de la comunidad en la persecución del delito, que litigará a través de los fiscales y que representará asimismo los derechos de la víctima del delito. E​ven​tualmente, podrá haber un abogado querellante representando los intereses de la víctima. La otra parte estará representada por el imputado y su abogado defensor. En caso de que el imputado no cuente con medios para financiar un abogado particular, será responsabilidad y obligación del Estado proporcionarle un abogado defensor en forma gratuita.


Durante la fase de investigación, que será pública y desformalizada, cada una de las partes deberá recopilar las pruebas y antecedentes que les permitirán sustentar su posición durante el juicio oral ante el tribunal colegiado.


( La independencia respecto de los otros poderes del Estado.

Uno de los aspectos que suscita discusión es la ubicación que tendrá el Ministerio Público al interior del sistema de competencias del Estado, para lo cual en el mensaje se hace una breve mención  de las distintas alternativas que se  encuentran en la legislación comparada. 


1.- Ministerio Público ubicado al interior del Poder Ejecutivo.


Este modelo, que se recoge en los sistemas alemán, español y en algunos latinoamericanos, poseería múltiples inconvenientes, mencionándose, al efecto, que la persecución penal pública que eventualmente involucra delitos de funcionarios públicos requiere poseer una fisonomía institucional con los mayores grados de autonomía posible, aunque sujeto a un adecuado nivel de controles.


2.- Ministerio Público ubicado al interior del Poder Judicial.


Este sistema puede ser asimilado a los denominados sistemas mixtos o inquisitivos reformados, en donde la realización de la instrucción queda en manos de órganos de naturaleza jurisdiccional como son los jueces instructores.


Este modelo no respondería  a la naturaleza de un sistema acusatorio como es el que subyace al nuevo Código Procesal Penal y violenta condiciones objetivas de imparcialidad, diluyendo y desdibujando la naturaleza propiamente contradictoria y adversarial que debe poseer el proceso penal. Asimismo, perdería centralidad el juicio oral, pues las pruebas de la fase de investigación se encuentran prejuzgadas por el juez, órgano jurisdiccional que se transforma en juez y parte.


3.- Ministerio Público dependiente del Poder Legislativo.


Tampoco resulta ser este un modelo satisfactorio, pues su fisonomía se acerca a una suerte de Ombudsman, cuya cultura parece más ligada a la tradición de los países nórdicos, que a la tradición jurídica nuestra.

--------


Para fines ilustrativos 
se hace constar que el Gobierno propuso un proyecto de ley que consta de un artículo único y de dos disposiciones transitorias.


Por el artículo único se introducen modificaciones en los artículos 54, 73, 75, 78 y 79 de la Carta Fundamental; se reemplaza la denominación del capítulo VI, que pasaría a denominarse “Poder Judicial y Ministerio Público, que se subdivide en dos subtítulos, uno relativo al Poder Judicial y otro al Ministerio Público; para los efectos de la regulación constitucional de este último, se agregan los artículos 80 bis, 80 bis A y 80 bis B. 


La idea del Gobierno, expresada en el mensaje, es que el Ministerio Público es un organismo con autonomía funcional, que no depende de ninguno de los Poderes del Estado. 


Si bien se le inserta en el capítulo relativo al Poder Judicial, se deja expresamente establecido que la Corte Suprema no ejercerá sobre él superintendencia directiva, correccional ni económica, por no tener dicho organismo funciones jurisdiccionales.


A la entidad le corresponderán las funciones básicas de investigar los delitos que se cometan, de formular la acusación ante el tribunal del juicio oral  y de sustentarla en esa instancia procesal. Será titular de la acción penal pública. Para tales efectos, tendrá a su cargo la persecución penal pública en la forma prevista por la ley.


La dirección superior del Ministerio Público es entregada a un organismo colegiado, el Consejo Superior, integrado por nueve miembros:  dos elegidos por el Senado, dos por la Cámara de Diputados y tres por la Corte Suprema, en cada caso,  en una sola votación en que resultan elegidos quienes obtengan las primeras mayorías, más dos designados por el Presidente de la República.


Se prevé la existencia de un Fiscal Nacional, designado por el Consejo Superior, que estará encargado de conducir la gestión de la entidad.


La propuesta indica que existirán fiscales regionales y encomienda a una ley orgánica constitucional determinar la organización y atribuciones de los órganos que constituirán el Ministerio Público; se agrega que dicha ley deberá atender especialmente a los principios de descentralización y regionalización.


A efectos de practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, los fiscales del Ministerio Público están facultados para impartir, en conformidad a la ley, órdenes directas a la fuerza pública.


La estructura colegiada del gobierno del Ministerio Público tiene su explicación en las funciones que desempeñará la fiscalía.


Cuando vuestra Comisión conoció del proyecto de reforma constitucional inserto en el boletín 1828-07, le pareció inconveniente la concentración de todas las atribuciones y potestades del Ministerio Público en una sola persona, el Fiscal Nacional, como se proponía, por lo que optó por un gobierno colegiado, a través de un consejo cuyos integrantes serían designados por un sistema de designación en el cual participarían los tres Poderes del Estado.


La conformación por vía de representantes electos por los diversos Poderes del Estado y con sistemas de representación proporcional, responde a la necesidad de eliminar las posibilidades de utilizar políticamente el Ministerio Público, que debe estar recubierto de las máximas garantías de imparcialidad y objetividad, por alguna fuerza política que poseyera mayoría de turno.



La designación de miembros por parte de la Corte Suprema, sin que en caso alguno pueda designar a la mayoría del órgano, evitaba que se desnaturalizara el sistema acusatorio y se transformara o asemejara a un sistema de corte mixto o inquisitivo reformado. 


En todo caso, para el Gobierno está fue siempre una materia esencialmente opinable, pues lo que le interesa resguardar al momento de conformar este organismo es la idea de un genuino sistema acusatorio, en donde la Corte Suprema en tanto cabeza y dueña de la potestad disciplinaria respecto del Poder Judicial, no extienda tales atribuciones a un órgano diverso, de naturaleza autónoma, que cumple funciones no jurisdiccionales como es el Ministerio Público. 


Las disposiciones transitorias que se agregan a la Constitución tienen por propósito impartir ciertas directivas al legislador, en cuanto a la forma en que deberá regular los efectos en el espacio y en el tiempo de las leyes que compondrán el nuevo sistema procesal penal, toda vez que la envergadura de la reforma hace recomendable su puesta en práctica en forma gradual, por lo que durante un período se aplicarán ambos sistemas: el antiguo y el nuevo.


Así, esas disposiciones de vigencia temporal: 

a) Permiten al legislador poner paulatinamente en efectividad, en las diversas regiones del país, las leyes que darán vida al nuevo sistema procesal penal;   

b) Le instruyen para apartarse de las reglas dadas por la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes,  de 7 de octubre de 1861, en cuanto al alcance de las leyes procesales, de modo tal que las normas actualmente vigentes sobre instrucción y juzgamiento penal sigan vigentes y sean aplicadas a las causas iniciadas y a los hechos ocurridos bajo su imperio, hasta la conclusión definitiva de los respectivos procesos; en tanto que las nuevas reglas serán aplicadas exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor, del nuevo régimen;   

c) Permiten la aplicación, de inmediato, en todos los procesos penales, de las disposiciones que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales, y   

d) Consagran la plena vigencia de los actuales preceptos constitucionales, para evitar que las leyes del sistema procesal penal antiguo que continuarán aplicándose sean impugnadas de inconstitucionalidad.


Todo lo anterior es una consecuencia de las implicancias que tendrá en el ordenamiento jurídico nacional el nuevo sistema procesal penal, que provocará cambios de grandes proporciones que supondrán un conjunto de adecuaciones normativas, estructurales y esencialmente culturales, lo que requiere realizar un proceso de transición que garantice la efectiva aplicación y viabilidad del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal.


En este orden de consideraciones, le parece al Gobierno fundamental programar un proceso de implementación que permita evaluar la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal, a través de una aplicación gradual. 


La puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal requiere, asimismo, el reclutamiento y formación de los futuros actores del sistema, entre los cuales se cuentan los miembros del Ministerio Público, los jueces y el personal administrativo. Ello exigirá que determinados cuerpos legales se aprueben y entren en vigencia antes de la aplicación del nuevo sistema en las regiones donde comenzará a regir. 

--------


La señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, señaló que una de las razones por las cuales se requiere de la definición de un modelo de Ministerio Público es por su relación íntima con el sistema acusatorio aprobado en el Código de Procedimiento Penal, en el cual se separan, radicalmente, las funciones del órgano jurisdiccional llamado a juzgar de aquéllas encomendadas al órgano encargado de la persecución penal pública. 


 A su juicio, no es posible estructurar un sistema genuinamente imparcial y acusatorio si en la reforma no se distinguen, orgánica y funcionalmente, estas tareas, confiando cada una de ellas a órganos diversos, cuyos actos y decisiones responden, definitivamente, a lógicas totalmente distintas.


En esa perspectiva, el Ministerio Público otorga mayores garantías a los inculpados, en la medida en que favorece la existencia de jueces con el mayor grado de imparcialidad posible, pero, también, protege y presta protección a las víctimas. Dotado de criterios modernos, de eficiencia y de mecanismos alternativos, el Ministerio Público debe dar una respuesta al aumento y a la diversidad de los distintos tipos penales que se han ido generando en el ámbito penal. 


La reforma pretende crear un Ministerio Público con autonomía funcional  para tomar decisiones en el marco de la persecución penal pública. Él debe dirigir la investigación criminal, formular los cargos contra el imputado y sostener el ejercicio de la acción penal ante los jueces.


Se refirió luego a los controles del  Ministerio Público, tanto directos como indirectos, tema que preocupó especialmente a vuestra Comisión.


Entre los controles directos, indicó los siguientes:


— Todos los órganos del Ministerio Público tienen responsabilidad civil, penal y disciplinaria por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones; .


— El fiscal nacional y los fiscales regionales pueden ser removidos por la Corte Suprema, a solicitud del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por las causales que expresamente señala la Constitución. Los fiscales regionales, además, pueden ser removidos a solicitud del fiscal nacional.


Entre los controles indirectos mencionó:


( Las prohibiciones para que el Fiscal Nacional y los fiscales regionales opten a cargos de elección popular.


— La cantidad de atribuciones que posee el juez de control de la instrucción en el marco del proceso penal, respecto de las decisiones que van adoptando los fiscales, no sólo en lo que dice relación directa a la afectación de las garantías y derechos de las personas, sino también a resoluciones vinculadas a los medios de prueba o al forzamiento de la acusación, entre muchos otros.


Al margen de esta reforma, que introduce la institución del Ministerio Público en el texto constitucional, que no está contemplada en ésta ni en la historia constitucional chilena, más adelante habrá que presentar otra para adecuar ( en el lenguaje y en la tecnología empleados ( la Carta Fundamental al sistema acusatorio que subyace en el Código de Derecho Procesal Penal.


El propósito de esta reforma es bastante limitado, en la medida que sólo pretende dar existencia, en el ordenamiento jurídico constitucional, a algo que es tan evidente, como que todo el Código Procesal Penal gira en torno al Ministerio Público.

--------


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado no estudió el proyecto del Ejecutivo, anteriormente descrito, sino uno alternativo presentado por el Senador Otero, que fue complementado por los Senadores Fernández y Larraín, al cual se le formularon observaciones tanto por el Ejecutivo como por los Senadores Hamilton y Sule.


Ese es el proyecto que se informa, pues sobre él habrá de recaer la discusión de la Corporación y a él habrán de hacerse las adiciones o correcciones que correspondan.

--------


El proyecto del H. Senado consta de un artículo único, dividido en siete numerales, que se analizarán en el orden en que figuran en el texto. 

N° 1


Modifica el párrafo quinto del número 3° del artículo 19 de la Carta Fundamental, que exige al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento.


En vez de hablar de un racional y justo procedimiento, se propone establecer la garantía de un procedimiento y una investigación racionales y justos.


La nueva disposición apunta a exigir que la investigación que pudiera dar lugar a un proceso se deberá ceñir también a los requisitos de justicia y racionalidad. Si se tiene en cuenta que el proyecto en informe deja claramente sentado que la pesquisa que realice el Ministerio Público no tiene carácter jurisdiccional, resulta imperativo, entonces, sujetarla también, y expresamente, a las exigencias que la Carta Fundamental impone al procedimiento. 


Dado que la Constitución no fija más límites o parámetros para lo que debe entenderse por un debido proceso que la justicia y la racionalidad, vale la pena hacer el mismo encargo al legislador en el caso de la investigación de delitos que dirigirá el Ministerio Público. Tal explicitación es necesaria puesto que esa investigación, como no es jurisdiccional, no estaría constreñida por los principios mencionados.

N° 2


Modifica el artículo 32 de la Constitución, que fija las atribuciones especiales del Presidente de la República con el objeto de sustituir su número 14, para consignar expresamente la facultad de nombrar al Fiscal Nacional del Ministerio Público, a proposición de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, en los términos que en la Carta Fundamental se indican, a los cuales se hará referencia más adelante. 

N° 3


Modifica el artículo 49 de la Constitución, con el fin de incluir entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación del Fiscal Nacional. 

N° 4


Introduce diversas modificaciones formales en el artículo 54, con la finalidad última de agregar un número 9), nuevo, para incluir, entre las personas que no pueden ser candidatos a diputados ni a senadores, al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales regionales. Tales inhabilidades se extenderán, en lo que a estos funcionarios se refiere, por un período de dos años anteriores a la elección, término que en los restantes casos del artículo 54 alcanza solamente a un año.


El fundamento de esta disposición, al igual que el de la que impide designar a los fiscales para períodos consecutivos en el mismo cargo, es evitar que el ejercicio de las funciones del Ministerio Público sea desvirtuado para labrarse una posición electoral.

N° 5


Modifica el artículo 73, que faculta a los tribunales para ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, la que se reemplaza por otra que les faculta para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley. 


En el fondo, se sustituyen las palabras "que decreten" por la expresión "que determine la ley". 

La sustitución está en armonía con el propósito de traspasar al Ministerio Público los actos de instrucción en materia penal y las atribuciones de impartir órdenes a las Fuerzas de Orden y Seguridad, a fin de investigar hechos que revistan caracteres de delito, que determinen la participación punible o que establezcan la inocencia del imputado. 

Debe recordarse que uno de los objetivos de la reforma procesal penal es que los jueces no sigan investigando. Podrán hacerlo, excepcionalmente, en los casos específicos que la ley determine.

En todos los demás ámbitos que no sean los del proceso penal, los jueces conservan las atribuciones que las leyes les otorgan para practicar o hacer practicar actos de instrucción.


Cuando se propone modificar el artículo 73 y se fijan, a la vez, las funciones del Ministerio Público en el artículo 80 A, se corta cualquier margen de dudas en torno a la inconstitucionalidad de que pueda adolecer el hecho de que se encomiende la actividad persecutoria penal a un órgano del Estado distinto del poder jurisdiccional.


Con esa modificación, se pretende dejar expresamente establecido que el Ministerio Público es un órgano no jurisdiccional, al que le corresponde el ejercicio de la instrucción en materia penal y el sostenimiento de la acción penal en los procesos de ese carácter.  


Cuando la Constitución dice “conocer de las causas …criminales…”, no se refiere a la instrucción.  El “conocer” de la Constitución está tomado del Código Orgánico de Tribunales, el que, a su vez, lo tomó de la ley de organización de los tribunales de Ballesteros.  Sólo en Chile, a raíz de una deformación, se llevó el tema del conocer a la Constitución.  Entonces, se ha podido construir en Chile una teoría sobre los momentos jurisdiccionales —conocer, juzgar y hacer ejecutar lo juzgado —.  Si se revisan la Constitución española y la ley española, modelos de la legislación chilena, se verá que no se habla de conocer, juzgar y hacer ejecutar, sino que de juzgar y hacer ejecutar.  


La mejor demostración de que es así es lo que pasa en los procesos civiles, en que la aportación de pruebas y la indagación de sobre qué se va a juzgar compete a las partes y no al juez.  Si resulta que la facultad de conocer fuere privativa de los jueces, se tendría que concluir que los procesos civiles en los que se veda el derecho del juez de establecer la prueba  serían inconstitucionales. 


Hay, por otra parte, una importante corriente de doctrina que dice que la instrucción es administrativa y no jurisdiccional.

N° 6


Modifica los artículos 75 y 78, que se refieren, respectivamente, al nombramiento de los magistrados de los tribunales superiores, fiscales y jueces letrados y a la prohibición de aprehenderlos sin orden judicial competente,  con el objeto de precisar que esas disposiciones serán aplicables, en el futuro, a esos funcionarios y a los fiscales judiciales, denominación que pasan a tener los fiscales de los tribunales superiores de justicia. 


Con ello se deja en claro que esos fiscales, que no formarán parte del Ministerio Público,  conservan sus cargos y atribuciones, excluidas las que la reforma constitucional asigna al nuevo organismo que se crea.

N° 7


Agrega un capítulo VI-A, con la denominación de “Ministerio Público”, compuesto de nueve artículos


De esta forma, las disposiciones relativas al Ministerio Público se ubican en un capítulo nuevo de la Constitución, para resaltar con ello, desde el inicio, la autonomía que se procura conferir al organismo. 

Artículo 80 A

Asigna al Ministerio Público los caracteres de un organismo autónomo y jerarquizado, sin hacer mención alguna a su patrimonio. 


La autonomía le permitirá dirigirse a sí mismo sin intervención de terceros. Ella tiene una dimensión funcional, consistente en el libre y expedito cumplimiento de las funciones otorgadas, y una operativa, que permite hacer cumplir las decisiones adoptadas. Su contrapartida son los mecanismos de control y la responsabilidad de los fiscales.

La autonomía, en la especie, está referida a los poderes del Estado.

Este concepto fue una de las claves del consenso alcanzado en el estudio del proyecto, porque es consubstancial a las funciones investigadoras que se otorgan a la nueva entidad. Por esta razón, y porque no cumple un cometido jurisdiccional, el Ministerio Público queda excluido del control de la Corte Suprema.


Si la autonomía hace referencia a la libertad de acción respecto del entorno social y político en que se inserta el organismo, la independencia mira hacia dentro del mismo, a la libertad de los fiscales, a fin de que no se transformen en meros subordinados de quienes detentan cargos superiores.


El concepto de jerarquía supone asimilar al Ministerio Público a la estructura corriente de las entidades que conforman el Estado chileno. Alude al hecho de que el Fiscal Nacional podrá dar instrucciones generales, fijar prioridades e indicar en forma genérica modos de actuar, para el ejercicio de las funciones y para la operación del organismo, y que los fiscales regionales, por su parte, podrán dar lineamientos para impulsar las investigaciones y para el ejercicio de la acción penal pública, con la finalidad de que estas funciones se cumplan efectiva y eficazmente en sus respectivas áreas geográficas. Lo anterior no excluye, por cierto, las funciones administrativas propias de cualquier organización.


Otro aspecto vinculado con el anterior, y que queda comprendido en el concepto de jerarquización del organismo, es el de la independencia de los fiscales. Ella alude a la estructura interna y a la cuota de atribuciones con que contará cada nivel funcionario, según lo determine la ley orgánica constitucional respectiva.


Los fiscales adjuntos gozarán de una independencia relativa, con miras a obtener una mayor eficiencia y un control adecuado de su desempeño, en el sentido de que ellos determinarán la dirección y la estrategia de las investigaciones y el contenido de las acusaciones a su cargo. Sin embargo, ello no obsta a que dependan del respectivo fiscal regional, lo que se justifica como un modo de racionalizar el uso de los recursos y de conducir casos de especial notoriedad, o que requieran la dedicación de más de un fiscal, en razón de la complejidad de los mismos o de las calidades de las personas involucradas.


La estructura de la entidad y la independencia de sus miembros se apartan del modelo adoptado para el Poder Judicial, en el cual cada juez ejerce en plenitud la función jurisdiccional del Estado, sin otro límite que el de su competencia legal, y gozan de inamovilidad mientras tengan buen comportamiento y no cumplan 75 años de edad. Extrapolar este paradigma al Ministerio Público dejaría al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales sin otras funciones que las administrativas.


Estos temas serán regulados en la ley orgánica constitucional del organismo.


La supresión de la mención al patrimonio propio obedece a que este atributo pertenece a las personas jurídicas de derecho público que cuentan con un capital, como el Banco Central, o con ingresos propios, como los Gobiernos Regionales y las Municipalidades. 

El Ministerio Público no tiene personalidad jurídica diferente de la del Fisco y será la ley anual de presupuestos la que determine el tipo y volumen de los recursos que le asignará para el cumplimiento de sus funciones, para lo cual habrá de crearse una partida específica. 

Además, el organismo quedará afecto al control que en estos aspectos ejerce la Contraloría General de la República. 

Finalmente, no pareció prudente entregar a este organismo una característica que no se ha dado a otros órganos constitucionales, como el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República.


La función primordial que se entregaba al Ministerio Público en el mensaje era la persecución penal pública en la forma prevista por la ley, para lo cual le atribuía la investigación de los delitos y la formulación y sustentación de la acusación penal ante los tribunales. 

A efectos de practicar o hacer practicar actos de instrucción, los fiscales quedan facultados para impartir, en conformidad a la ley,  órdenes directas a la fuerza pública, las que la autoridad requerida debía cumplir sin más trámite y sin poder calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad de la resolución a ejecutar.

El texto aprobado por el Senado explicita estas funciones y atribuciones.

De este modo, le compete dirigir la investigación de los hechos constitutivos de delito, de los hechos que determinen la participación punible y de los hechos que acrediten la inocencia del imputado.

Cuando corresponda, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley, esto es, en el Código de Derecho Procesal Penal.


El reemplazo de la frase "tendrá a su cargo la persecución penal pública"  por "ejercerá la acción penal pública", obedece a que la Comisión consideró que esta última resulta más apropiada a la naturaleza no jurisdiccional de las funciones del Ministerio Público. En efecto, la persecución de los delitos es el ejercicio de la facultad punitiva del Estado, que actualmente corresponde en exclusividad a los tribunales del crimen, en tanto que el ejercicio de la acción, que supone acusar y probar la acusación, incumbe a quien ocurre ante un órgano jurisdiccional demandando que sea satisfecha su pretensión de proteger un bien jurídico vulnerado.

En forma complementaria, debe adoptar medidas para proteger a las víctimas y a los testigos, atribución que hoy en día no está radicada determinadamente en ninguna autoridad y que requiere, por lo general, de la adopción de medidas urgentes o inmediatas para ser eficaz.

Por último, puede impartir órdenes directas durante la investigación a la policía, en los términos ya explicados.

Con todo, si dichas órdenes pudieren perturbar  o vulnerar derechos del imputado o de terceros, garantizados por la Constitución, las actuaciones del Ministerio Público requerirán aprobación judicial previa, la que la autoridad policial podrá pedir que se le exhiba, cuando corresponda.


A este respecto, se estimó que el vocablo "vulnerar" tiene una connotación que alude a un actuar ilegítimo, por lo que se prefirió  referirse a actos que priven del ejercicio de una garantía constitucional, o que restrinjan o perturben dicho ejercicio, para que el texto sea armónico con lo preceptuado por el número 26 del artículo 19 de la Constitución Política de la República,  cuyo entendimiento el Tribunal Constitucional ha confirmado al fallar sobre el artículo 12 de la ley Nº 18.415, orgánica constitucional de los estados de excepción.


La función de investigar los delitos es privativa del Ministerio Público, que la ejerce impartiendo órdenes directas a la policía, lo que es otro corolario de su autonomía. 

El reemplazo de la expresión "investigar" por "dirigir la investigación", obedece al hecho de que quien ejecuta materialmente esas acciones es la policía, prefiriéndose hacer una referencia genérica a las Fuerzas de Orden y Seguridad que hace el artículo 90 de la Constitución. 

El ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público no priva al ofendido y a las demás personas que determine la ley para ejercer igualmente la acción penal, en alguna de las formas que el Código del ramo determine. 


En esta parte, hay una diferencia importante entre el mensaje y el texto que se comenta. El primero reservaba el monopolio exclusivo de la acción penal pública al Ministerio Público. El segundo, en cambio, deja abierta también la posibilidad de accionar al ofendido, en conformidad a la ley. 

Es claro que el fiscal y la víctima pueden discrepar en cuanto al carácter de la participación del inculpado y a la calificación jurídica de los hechos, así como en el ejercicio mismo de la acción penal. En tal sentido, si quien ha sufrido las consecuencias del delito, o sus representantes, no se conforman con la decisión del Ministerio Público, podrán accionar por su cuenta, en la forma que señale la ley procesal penal. 


La consagración constitucional de este derecho del ofendido es una concreción, en este plano, de las garantías fundamentales de orden procesal que asegura el número 3º del artículo 19 de la Carta Fundamental.


Se dejó constancia de que las atribuciones que la Constitución y la ley orgánica constitucional entreguen al Ministerio Público en razón de su función investigadora no importan de ninguna manera alterar el principio universalmente aceptado de presunción de la inocencia: no es el investigado quien debe acreditar que no le cabe responsabilidad penal, sino el fiscal quien debe probar lo contrario, si es el caso.


El último tema que contiene este artículo se refiere a determinadas actuaciones en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, tales como el ejercicio de la acción penal, la investigación de los hechos relativos al delito, a la participación punible, a la inocencia del imputado, a la protección de las víctimas y testigos, todas las cuales corresponden a los órganos establecidos en el Código de Justicia Militar, con arreglo a sus normas y a las de las leyes respectivas.


Tales órganos, con arreglo a los  artículos 25 y 70  B del Código de Justicia Militar, son los fiscales militares y el fiscal general militar. Los primeros, como tribunales de primera instancia en lo penal y el segundo, en defensa del interés social, con especial énfasis en el de las instituciones de la Defensa Nacional, ante los tribunales militares de tiempo de paz y en asuntos de competencia de éstos.


En la justicia militar no hay querella y todo proceso debe comenzar por decreto del juez indicado en el artículo 16, que lo manda instruir.


El propósito que se tuvo en vista para incorporar esta norma no fue otro que el de no innovar respecto de la justicia militar ni del Código del ramo y, así como el Ministerio Público recibe consagración constitucional,  se quiso consignar la excepción con el mismo rango normativo.


En todo caso, esto no significa que se esté constitucionalizando la justicia militar y que para modificarla en el futuro se requerirá de una reforma constitucional.


La norma propuesta no tuvo unanimidad, pues algunos de los integrantes de la Comisión técnica del Senado estimaron inconveniente mencionar a la justicia militar en el nivel normativo constitucional, porque se consagra una excepción en su favor que no tienen otros tribunales especiales y porque la enmienda que se introduce en el artículo 73 de la Carta Fundamental es bastante para dejar a salvo no sólo las atribuciones de los jueces de practicar o hacer practicar actos de instrucción en materias ajenas a la competencia del Ministerio Público, sino también para excepcionar a la justicia militar, que es lo que persigue el inciso en comentario.


Vuestra Comisión tampoco concordó con la disposición, por lo que procedió a modificarla, para dejar expresa constancia que esas funciones competen no sólo a los órganos establecidos en el Código de Justicia Militar sino también a las personas que se indican en las leyes especiales que dan competencia a los tribunales castrenses.


En relación con este artículo, el señor Viera-Gallo pidió que se dejara constancia en el informe que la filosofía de la reforma del sistema procesal penal es que el monopolio de la acción penal pertenece al Ministerio Público, de manera tal que el afectado por un delito no puede acudir directamente ante un tribunal y ejercerla. Para precaver que el Ministerio Público no ejerza la acción penal pública se estableció un recurso ante el juez de control de la instrucción, que es el que decide si se ejerce o no se ejerce la acción.


A su juicio, el texto de la reforma constitucional permite la desnaturalización del proceso penal como ha sido concebido, ya que consagra dos caminos para el ejercicio de la acción penal, situación que se ha acentuado en el caso de la justicia militar, en la cual debe garantizarse la posibilidad de reclamar ante el juez militar en el caso de que el fiscal no realice la investigación.


En relación con lo anteriormente afirmado se señaló que lo que estaba absolutamente claro era que el Ministerio Público tiene el monopolio de la investigación y que en caso alguno se podrá prescindir de él en el ejercicio de esta función. 

Artículo 80 B


Otra cuestión de importancia que resolvió el Senado fue la sustitución de la autoridad máxima colegiada que se colocaba a la cabeza del Ministerio Público, por otra unipersonal.


Los partidarios de la existencia de un Consejo Superior del Ministerio Público señalaron que el órgano colegiado acentuaba la autonomía del organismo; fortalecía el control sobre los fiscales regionales, lo cual redundaría en una atenuación del riesgo de que éstos generaran conflictos políticos en su accionar, o intentarán labrarse una carrera como parlamentarios, alcaldes o concejales, y ofrecía mayores garantías de independencia, equilibrio e imparcialidad. Explicaron que la fórmula propuesta seguía el esquema del Consejo de Defensa del Estado, que detenta en la actualidad algunas funciones que pasarán al Ministerio Público. 

Los que estuvieron por radicar la dirección superior del Ministerio Público en el Fiscal Nacional manifestaron que el carácter colectivo del Consejo y la forma de generarlo dejan un amplio margen a la intervención política y a la formación en su seno de mayorías y minorías de distinto signo, lo que es inconveniente en el caso de una institución que ejercerá funciones tan delicadas y gozará de poderes tan amplios. Por lo demás, la solución apunta en una dirección congruente con la tendencia histórica chilena, en el sentido de concentrar facultades en autoridades unipersonales, responsables y sujetas a los controles necesarios.


Por lo demás, la forma de designar y remover al Fiscal Nacional dan amplias garantías para el desempeño eficiente y neutral de este alto funcionario, que deberá asumir la dirección de un organismo nuevo, respecto del cual no existe experiencia previa en el país.


En la norma aprobada, se entrega a una ley orgánica constitucional:

( Determinar la organización y atribuciones del Ministerio Público.

( Señalar las calidades y requisitos que deben cumplir los fiscales para su nombramiento. 

( Indicar las causales de remoción de los fiscales adjuntos.

( Establecer el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad de los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública.


Además, esta ley orgánica constitucional deberá fijar los requisitos para formar la terna para el concurso público destinado a proveer los cargos de fiscales adjuntos y regular la superintendencia directiva, correccional y económica que el Fiscal Nacional tendrá sobre el Ministerio Público, según lo disponen los artículos 80 F y 80 I.

Artículo 80 C

Se refiere, concretamente, a la designación del Fiscal Nacional, tanto en cuanto a la forma en que habrá de hacerse, como a los requisitos que deberá cumplir la persona propuesta.


El Fiscal Nacional es nombrado por el Presidente de la República, de una quina formada por la Corte Suprema, y con acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, que debe adoptarse en sesión especial. Si la Cámara Alta no aprueba la proposición del Jefe del Estado, la Corte Suprema debe completar la quina sustituyendo a la persona rechazada por otra de las seleccionadas mediante concurso, tantas veces cuantas sean necesarias, hasta que se apruebe un  nombramiento. 


El quórum de dos tercios de los Senadores en ejercicio fue condición necesaria para aprobar el precepto, pues se quiso que la persona propuesta concitara la voluntad de virtualmente todas las corrientes de opinión presentes en el Senado. Agregaron los autores de la indicación que hay ejemplos recientes que muestran cómo un quórum poco exigente puede dar margen a graves dificultades en los nombramientos que debe hacer la Corporación. 


Quienes se inclinaban por un número inferior de votos argumentaron que requerir una votación tan alta otorga un virtual poder de veto a las minorías, lo cual se traduce en una sobrevaloración de su significación auténtica y puede dar lugar a dilaciones inconvenientes en los nombramientos. Indicaron, además, que el acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio sólo se exige para reformar los capítulos más rígidos de la Constitución Política de la República y, en todo caso, todos los demás nombramientos en que por disposición constitucional o legal le cabe intervenir al Senado requieren quórum inferiores.


En definitiva, la solución aprobada exige la intervención de los tres poderes del Estado en la designación del Fiscal Nacional, lo que asegura que se elija a una persona idónea en los planos personal y profesional y que dará garantías de ecuanimidad a todos los sectores.


En cuanto a los requisitos, para ser designado fiscal se requiere tener título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad  y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. 


El fiscal nacional dura diez años en su cargo, al igual que los regionales, con la diferencia de que estos últimos cesan en su cargo al cumplir 75 años de edad.

De esta forma, a estos últimos se le fija el mismo límite de edad, 75 años, estipulado para el cese de funciones de los jueces y del Contralor General de la República (artículos 77 y 87 de la Constitución Política de la República).

Artículo 80 D


Acorde con él, habrá un fiscal regional en cada región, pudiendo haber más, si la población o la extensión geográfica de la misma lo hiciere necesario.

La dispersión territorial de los fiscales de este nivel permitirá que la entidad tenga respuestas flexibles, que se adapten al dinamismo y variedad de la delincuencia, que constantemente presenta nuevos desafíos que urgen respuestas apropiadas de la sociedad.

Los designa el fiscal nacional, como un modo de acentuar su condición de jefe superior del organismo, a propuesta en terna de la o las Cortes de Apelaciones de la Región respectiva, dado el hecho de que puede haber una región que tenga más de una Corte. En ese último caso, el pleno conjunto de todas ellas es convocado por el Presidente de la Corte de más antigua creación.


Deben tener el título de abogado por, a lo menos, cinco años, treinta años de edad y poseer las demás calidades para ser ciudadano con derecho a sufragio. Duran diez años, no pueden ser designados como tales por el período siguiente, pero sí en otros cargos del Ministerio Público, como fiscal nacional o fiscal adjunto, por ejemplo.

Artículo 80 E


Se refiere este artículo a las quinas o ternas, las que se formarán mediante concurso público de antecedentes y serán acordadas por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la respectiva Corte, en una misma y única votación en la cual cada miembro podrá votar por tres o por dos personas, siendo elegidos los que obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, resolviéndose los empates por sorteo.

En las quinas o ternas no pueden figurar miembros activos o pensionados del Poder Judicial.


Acerca de la inhabilidad especial que afecta a los integrantes del Poder Judicial, ella apunta a consolidar la autonomía del Ministerio Público frente a dicho poder del Estado, justamente porque ambas instituciones deberán actuar en forma coordinada en los  procesos penales. 


Con todo, como un paliativo, se resolvió agregar al proyecto una disposición transitoria nueva, que permitirá que un miembro activo del Poder Judicial integre la primera quina y las primeras ternas que se formen para designar al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales cuando se instaure el nuevo organismo en plenitud. Naturalmente que si resultaren designados deberán renunciar al cargo de juez o de ministro, por aplicación de los preceptos sobre inhabilidades e incompatibilidades que se hacen extensivos a los miembros del Ministerio Público.

Artículo 80 E


Se refiere a los fiscales adjuntos, que serán designados por el fiscal nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.


Este mecanismo de provisión de los cargos asegura la vinculación jerárquica de los fiscales adjuntos al regional.


Cesan en el cargo al cumplir 75 años de edad.

Artículo 80 G


Regula la remoción del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales, precisando quienes pueden solicitarla, las causales para pedirla, quien resuelve sobre ella y como se adopta el acuerdo respectivo.


La pueden pedir el Presidente de la República, la Cámara de Diputados o diez de sus miembros. La de los fiscales regionales, además, el fiscal nacional.


Las causales son incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.


La resuelve la Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio.


Se evita, con la forma propuesta, que la petición de remover a un fiscal se plantee en un contexto político, que puede generar el riesgo cierto de politizar el debate y la decisión del máximo tribunal. Además, ese procedimiento debilitaría la autonomía del Ministerio Público frente el Poder Judicial.


Por la otra parte, se adujo que la posibilidad de que los fiscales puedan ser acusados por la Cámara de Diputados y juzgados por el Senado, podría inhibirlos o limitarlos a la hora de investigar hechos que involucren a autoridades de los poderes Ejecutivo o Legislativo.


La remoción, en la forma acordada, será eficaz solamente en casos en que las infracciones constitutivas de las causales sean gravísimas. Si se tratare de faltas menos graves, o leves, o de errores, la reparación deberá buscarse por la vía administrativa o del derecho común, haciendo efectivas las responsabilidades civiles y penales nacidas de actos u omisiones atribuibles a dolo o negligencia.


El artículo aprobado es fruto del consenso alcanzado luego de sopesar los argumentos a favor y en contra de cada una de las soluciones posibles.

Artículo 80 H


Hace aplicables a los fiscales del Ministerio Público el artículo 78 de la Constitución, con lo cual no podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo en el caso de crimen o simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmediatamente a disposición del tribunal respectivo.

Artículo 80 I


Entrega al Fiscal Nacional la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en los términos que indique la ley orgánica constitucional de este servicio.

Disposiciones transitorias


El Mensaje agrega a la Constitución dos disposiciones transitorias, como trigesimosexta y trigesimoséptima, que indican al legislador la forma en que deberá regular los efectos en el espacio y en el tiempo de las leyes sobre el nuevo proceso penal, porque el Ejecutivo ha resuelto que su introducción sea paulatina, a medida que los recursos y los cambios culturales involucrados lo permitan.


La disposición trigesimosexta transitoria permite poner en efectividad, de inmediato o en forma gradual, en las diversas regiones del país, en la forma que establezca la ley, las disposiciones legales que darán vida al nuevo sistema procesal penal.

La regla general en la materia, consagrada en la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, de 7 de octubre de 1861, es que las leyes procesales entran en vigor de inmediato, desde su publicación. 

De este modo, las normas actualmente vigentes sobre instrucción y juzgamiento penal seguirán vigentes y serán aplicables a las causas iniciadas y a los hechos ocurridos bajo su imperio, hasta la conclusión definitiva de los respectivos procesos; en tanto, las nuevas reglas serán aplicadas exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen, sin perjuicio de aplicar de inmediato, en todo tipo de procesos penales, las disposiciones que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales. 


Como corolario de estas disposiciones, la norma trigesimoséptima  transitoria estipula que los preceptos constitucionales actuales conservarán su vigencia, para evitar que las leyes del sistema procesal penal antiguo que continuarán aplicándose sean impugnadas de inconstitucionalidad.

El Senado refundió ambas disposiciones transitorias en una sola, redactada en términos más sencillos, con el propósito de facilitar su comprensión y aplicación. 

En ella se preceptúa que la entrada en vigencia de la reforma constitucional en lo que al Ministerio Público se refiere queda supeditada a la de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta última puede fijar diferentes fechas para su puesta en práctica y puede determinar su aplicación gradual en las diversas regiones del país (las de esa ley orgánica constitucional), y que las normas de la reforma constitucional, de la referida ley orgánica constitucional y de las enmiendas que para complementar a las anteriores deban practicarse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, sólo serán aplicables a hechos que hayan acaecido después que ellas hayan entrado en vigor, esto es, no tendrán efecto retroactivo.


Durante un período, continuarán aplicándose ambos sistemas procesales: el antiguo y el nuevo, aunque a distintos hechos y causas. De otro punto de vista, no será posible reemplazar un procedimiento ya iniciado por otro, ni se está consagrando un derecho de los inculpados y los procesados a escoger el sistema de su preferencia.

Al margen de los acuerdos adoptados, la Comisión técnica del Senado acordó dejar establecidas las siguientes constancias:


a) que las leyes  que regulan los procedimientos ante los tribunales necesarios para la administración de justicia rigen desde su publicación y pueden ser aplicables a hechos ocurridos con anterioridad a tal publicación, a menos que ellas mismas fijen otro efecto en el tiempo, lo cual no vulnera la garantía de igualdad ante la ley; 

b) que no es la voluntad del constituyente alterar en la presente reforma constitucional el principio general que queda enunciado en la letra a) precedente;

c) que la mención que se hace en esta disposición trigesimosexta transitoria, del Código Orgánico de Tribunales y del Código de Procedimiento Penal, no significa que se estime necesario dar rango constitucional a la regulación de los efectos de las leyes procesales en el tiempo, sino que tiene como único y exclusivo propósito despejar dudas acerca del sentido y alcance que se desea dar a los rasgos de simultaneidad y gradualidad de la instauración del nuevo sistema de proceso penal;

d) que las enmiendas que, como consecuencia de esta reforma constitucional, deban introducirse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, también podrán aplicarse gradualmente en las diversas regiones del país;

e) que la aplicación de leyes diversas a conflictos similares, hecha por un mismo tribunal, sí atentaría contra la garantía constitucional de igualdad ante la ley.

Sin perjuicio de la validez de las constancias anteriores, un análisis comparativo de las disposiciones transitorias contenidas en el mensaje y de las aprobadas por el Senado, permite concluir que dicha Corporación no sólo aprobó la refundición de ambas disposiciones transitorias en una sola, para redactarla en términos más sencillos que facilitarían su comprensión y aplicación, sino que alteró substancialmente su contenido.

Ese análisis comparativo ( libre, no ajustado al desarrollo y a la exposición de las diferentes materias ( entre ambas disposiciones transitorias, efectuado partiendo de la base del contenido de ellas, así lo confirma.

	Gobierno

Disposición trigesimosexta transitoria

Para los efectos de la entrada en vigencia de las leyes que componen el nuevo sistema procesal penal:

1) Se aplicarán, en todo caso, las disposiciones del nuevo ordenamiento procesal penal, en cuanto establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales.

2) Los hechos anteriores a la entrada en vigencia de dichas leyes se investigarán, conocerán y juzgarán según las normas constitucionales y legales que regían a la época de su ocurrencia.

3) Tales leyes ( las nuevas ( se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a su entrada en vigencia.

4) La ley (¿qué ley?) establecerá:

( un sistema gradual de aplicación (¿del sistema procesal penal nuevo?) en una o más regiones y su vigencia en el resto del país. 

( la vigencia inmediata de determinadas disposiciones de los mismos cuerpos legales. 

( la pervivencia o ultraactividad de la ley antigua en tanto las causas cuya tramitación se ajuste a ella no estén definitivamente concluidas
	Senado

Disposición trigesimosexta transitoria

Las normas del capítulo VI “Ministerio Público”, regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus disposiciones como también determinar su aplicación (la de sus normas) en las diversas materias? y regiones del país.

El capítulo VI A “Ministerio Público”, la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones.



Además, el Senado agregó una nueva disposición transitoria, la trigesimoséptima, que permite a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones integrar las primeras quinas y ternas que formen para proveer los cargos de Fiscal Nacional y de fiscales regionales, respectivamente, con un miembro del Poder Judicial. 

Si bien es cierto que la norma puede dificultar que profesionales eficientes y motivados que hoy forman parte del Poder Judicial pasen a engrosar las filas de los fiscales, no lo es menos que, si su vocación es auténtica y profunda, ellos podrán optar por renunciar a una carrera estable, en la que gozan de inamovilidad,  y optar entre ambas en caso que sean designados fiscales. 

La disposición transitoria no da margen para que los jubilados y los pensionados del Poder Judicial puedan integrar estas primeras quinas.

Texto del proyecto. 

En mérito de los acuerdos adoptados por Vuestra Comisión, el proyecto de reforma constitucional quedaría redactado en los siguientes términos:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


"Artículo único.- Introdúcense en la Constitución Política de la República, las siguientes modificaciones:


1.- Reemplázase en el párrafo quinto del número 3º del artículo 19, la frase "un racional y justo procedimiento", por la siguiente: "un procedimiento y una investigación racionales y justos".


2.- Sustitúyese el número 14º del artículo 32 por el siguiente:


“14º Nombrar a los magistrados de los tribunales superiores de justicia y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar; y al Fiscal Nacional, a proposición de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;”.


3.- Agrégase el siguiente número 9) al artículo 49:


“9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación del Fiscal Nacional, y”.


4.- Introdúcense en el artículo 54 las siguientes enmiendas:


a) en el número 4), suprímese la frase: “y los funcionarios que ejerzan el ministerio público” y sustitúyese la coma (,) que antecede a las palabras "los jueces de letras" por la conjunción “y”;


b) en el número 7), reemplázase la conjunción “y”, así como la coma (,) que la precede,  por un punto y coma (;);


c) en el número 8), sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”;


d) Agrégase el siguiente número 9):


“9) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público.”.


e) Incorpórase en el inciso final, luego de la expresión "al momento de inscribir su candidatura", la siguiente frase: "y de las indicadas en el número 9), respecto de las cuales el plazo de la inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la elección".


5.- Reemplázase en el inciso tercero del artículo 73 la frase "Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten", por la que se indica a continuación: "Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley".


6.- Reemplázase, en los incisos segundo y tercero del artículo 75 y en el artículo 78, la palabra "fiscales" por la expresión "fiscales judiciales".


7.- Agrégase, a continuación del Capítulo VI, el siguiente Capítulo VI-A:

“Capítulo VI-A

MINISTERIO PUBLICO


Artículo 80 A.- Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.


El ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley podrán ejercer igualmente la acción penal.


El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura,  o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.


El ejercicio de la acción penal pública, y la dirección de las investigaciones de los hechos que configuren el delito, de los que determinen la participación punible y de los que acrediten la inocencia del imputado en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, como asimismo la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos de tales hechos corresponderán,  en conformidad con las normas del Código de Justicia Militar y a las leyes respectivas, a los órganos y a las personas que ese Código y esas leyes determinen.


Artículo 80 B.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.


La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo.


Artículo 80 C.- El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.


El Fiscal Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.


Artículo 80 D.- Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno. 


Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En caso que en la región exista más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la Corte de más antigua creación.


Los fiscales regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido treinta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como fiscales regionales por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.


Artículo 80 E.- La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, llamarán a concurso público de antecedentes para la integración de las quinas y ternas, las que serán acordadas por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar las quinas y ternas los miembros activos o pensionados del Poder Judicial.


Las quinas y ternas se formarán en una misma y única votación en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.


Artículo 80 F.- Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.


Artículo 80 G.- El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. 


La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.


Artículo 80 H.- Se aplicará al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos  lo establecido en el artículo 78.


Artículo 80 I.- El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.".


8. Agréganse las siguientes disposiciones transitorias:


“Trigesimosexta.- Las normas del capítulo VI-A "Ministerio Público", regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus disposiciones como también determinar su aplicación gradual en las diversas materias y regiones del país.


El capítulo VI A “Ministerio Público”, la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones.


Trigesimoséptima.- No obstante lo dispuesto en el artículo 80 E, en la quina y en cada una de las  ternas que se formen para proveer por primera vez los cargos de Fiscal Nacional y de Fiscales Regionales, la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones podrán incluir, respectivamente, a un miembro activo del Poder Judicial."

--------

Se designó Diputado Informante al señor Cardemil Herrera, don Alberto.


Sala de la Comisión, a  11 de junio de 1997.


Acordado en sesiones de fecha 10 y 22 de junio de 1997, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente), Allamand, Cardemil, Coloma, Chadwick, Elgueta, Espina, Ferrada, Gajardo, Luksic, Pérez Lobos, Urrutia, Viera-Gallo y señora Wörner.

Adrián Alvarez Alvarez,

Secretario de la Comisión.

Boletín 1943-07 (S)-1.

Anexo A

Información global sobre el proyecto de nuevo Código de Derecho Procesal Penal.


Vuestra Comisión inició el estudio del proyecto con una información global sobre el mismo de parte de la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, quien concurrió acompañada de los abogados  y profesores Raúl Tavolari y Cristián Riego. Estos últimos estuvieron presentes, prácticamente, en la totalidad de las sesiones celebradas, prestando una valiosa colaboración a la Comisión, cometido que cumplieron conjuntamente con el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco.


La señora Ministra reiteró que la principal crítica que se hace al sistema vigente es la concentración en una persona, el juez de letras, de la casi totalidad de las actuaciones y diligencias que se desarrollan en el proceso. Un mismo juez ordena instruir sumario para la investigación de los hechos que revisten la infracción; luego, puede someter a proceso al inculpado, si llega a la convicción de que está justificada la existencia del delito que se investiga y hay presunciones fundadas en su contra; acto seguido, si así lo estima pertinente, decreta medidas cautelares sobre su persona y bienes; después, cerrado el sumario, sobresee o acusa, una vez practicadas las diligencias que se hayan considerado necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores; si acusa, eleva la causa a plenario (que es el verdadero juicio penal contradictorio), para terminar dictando sentencia absolutoria o condenatoria.


Esta estructura del proceso penal chileno atenta contra la regla básica de la actividad jurisdiccional, que es  la imparcialidad del juzgador. 


El régimen de legalidad bajo el cual está inspirado el actual Código  — y que impone al juez el deber de someter a proceso o investigar cada hecho presuntamente delictual que se pone en su conocimiento —  no cumple con su cometido, ya que abruma de tal manera su capacidad de trabajo, que, al final, le conduce a una situación de pavorosos resultados.


El sobreseimiento o la sentencia absolutoria son el reconocimiento del fracaso, de la completa incapacidad de investigar.  


Los profesores mencionados, por su parte, expresaron que la orientación básica del proyecto es la de reformar el sistema inquisitivo vigente cambiándolo por uno de perfil acusatorio, en el que se discrimina, orgánica y funcionalmente, entre las funciones de la instrucción y del juzgamiento. 


Con ello se busca dar las garantías básicas que todo ciudadano, en un Estado de Derecho, merece a la hora del juzgamiento, exigencia que es, por lo demás,  consustancial al respeto del debido proceso. Se debe contrastar y hacer compatibles ese estatuto garantístico con algo que le otorgue a la sociedad la certeza y la seguridad de que se está persiguiendo el delito, lo cual se busca a través de la eficacia.  


Los componentes que otorgan un importante grado de eficacia a este proyecto son la entrega de la instrucción penal a un órgano público, autónomo y profesional, denominado ministerio público y las circunstancias de que éste pueda  regular racionalmente su carga de trabajo y que la actividad de investigación no está sujeta a pautas rígidas.


A continuación,  procedieron a dar a conocer, a grandes líneas, la estructura del procedimiento penal ordinario que se propone en el proyecto.


El inicio del procedimiento comienza con una denuncia que presenta cualquier persona ante la policía o ante el ministerio público y, eventualmente, por iniciativa de los propios órganos de persecución penal. 


Recibida la denuncia,  el ministerio público está en condiciones de iniciar las investigaciones, esto es, de empezar el acopio de los antecedentes que permitan establecer si hay o no hay delito con los hechos que se han puesto en su conocimiento. 


Eso no significa que el ministerio público deba investigar todo hecho aparentemente delictual como sucede en la actualidad. 


Por el principio de oportunidad, se da al ministerio público la posibilidad de no investigar un hecho, no obstante su propia convicción de que el hecho sea delictuoso; lo cual está muy lejos de fomentar la impunidad, ya que está exclusivamente reservado a los delitos cuya penalidad no exceda de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días); a delitos que no tienen verdaderamente  peligrosidad social importante, pero que, sin embargo, atiborran las secretarías judiciales. 


Puede, también, no investigar aquellos hechos que no sean delitos o en que la acción penal está extinguida.


Por último, puede disponer el archivo provisional de un caso. 


Hay gran cantidad de delitos que llegan al sistema y que no tienen posibilidad de ser aclarados. La idea es que en estas situaciones el fiscal pueda archivar el caso y, eventualmente, permitir que  pase a una especie de servicio de inteligencia, que los acumule junto con otros y reúna componentes de distintas denuncias similares, las cuales den lugar, posteriormente, a un proceso más complejo.


Para no transformar al ministerio público en el dueño de la acción penal, siempre habrá un juez de control de la instrucción que resolverá  si su determinación estuvo adecuada o fue inconveniente.


La investigación del ministerio público es totalmente informal, no regulada por la ley. Sólo tiene un grado de formalización en cuanto pudiera afectar derechos individuales. 


Como el Código tiene novedades absolutamente acordes con los tiempos, se consagra un estatuto de derechos de las víctimas, cosa que el Código actual no considera, en el cual la afectación de las garantías esenciales de las personas sigue siempre a cargo de la jurisdicción. 


Es por ello por lo que el ministerio público no puede detener, allanar, interceptar la correspondencia, registrar, etcétera.  No puede adoptar ninguna conducta que importe vulnerar derechos o garantías constitucionales, sin la previa orden del juez de control de la instrucción. 


Algo novedoso, también, lo constituyen las llamadas medidas cautelares.  Todos los abogados suelen hablar del principio de inocencia, pero en la práctica no existe, aunque se lo proclame muy solemnemente en el Código de Procedimiento Penal.  Lo que se pretende es ponerlo en práctica de verdad.  En consecuencia,  las medidas cautelares  — esas que coartan la libertad de las personas, que afectan sus derechos — merecen en el Código un tratamiento de absoluta excepcionalidad.  La libertad de la persona no debe vulnerarse en tanto está siendo investigada; sus derechos, en general, no deben ser avasallados por la investigación y, para eso, se termina con el “procesamiento”, que se reemplaza, mutatis mutandi, por la formulación de los cargos. 


Las diferencias fundamentales entre la formulación de cargos y el actual auto de procesamiento son, básicamente, dos. El auto de procesamiento es una decisión judicial, lo cual compromete la imparcialidad judicial y proscribe a la persona. La formulación de cargos, en cambio, es una declaración unilateral del fiscal del ministerio público y no compromete al juez ni proscribe a la persona.


Por lo general, la persona mantendrá sus niveles de libertad en tanto la investigación se continúa.


No obstante, también hay reglas de excepción, porque, si bien al nuevo Código lo anima un espíritu de respeto a las personas, no por ello  peca de ingenuidad.  


Todo esto conduce, en definitiva, a fijar plazos para cerrar una investigación. Desde el momento en que se formulan los cargos, hay un plazo de dos años para terminarla, pudiendo el juez ordenar que se la cierre antes. 


No todas las causas incoadas llegarán, necesariamente, al juicio oral, ya que existen diversas salidas alternativas al sistema.
 


Una de ellas es la suspensión condicional del procedimiento,
 para aquellos casos en los cuales no se justifique seguir adelante un juicio controvertido, atendida la cuantía de la pena que en definitiva corresponderá al hechor, que le permitirá acogerse a alguna medida alternativa a las penas privativas de libertad, como la remisión condicional de la pena, la libertad vigilada o la reclusión nocturna.


Actualmente, esas medidas se adoptan al final del proceso, durante el cual, la persona beneficiaria de ellas ha estado privada de libertad por algún período, lo cual es absolutamente irracional.


La idea es que, cuando el fiscal se enfrente ante una situación de este perfil, pueda pactar con el sujeto, desde luego, la posibilidad de no continuar adelante el proceso, sin pronunciarse sobre si es o no es culpable, sugiriéndole que se someta a un sistema de control similar al que rige hoy con las medidas alternativas a las penas privativas de libertad.  Si se cumple este sistema de control administrativo, el proceso se cierra para siempre y el sujeto se enfrenta a un sistema de rehabilitación, con la ventaja de no tener antecedentes penales.  Si él incumple estas condiciones, entre las cuales está la de no delinquir de nuevo, es posible reabrir el proceso e iniciar uno nuevo por ambos delitos: el delito por el cual se suspendió el proceso y el nuevo delito.


Otra salida alternativa es el denominado “procedimiento abreviado”, que se da en aquellos casos en que no hay un verdadero debate sobre los hechos.
 Por ejemplo, cuando el fiscal ha realizado una investigación y el sujeto ha confesado, o cuando no habiendo confesado, está de acuerdo en que los antecedentes que el fiscal ha reunido dan cuenta, razonablemente,  de la verdad de lo ocurrido. Aquí el fiscal y el imputado, sobre la base de la aceptación de los hechos, pueden acordar pasar directamente al fallo, sin necesidad del juicio oral. Este procedimiento abreviado, que debiera dar lugar a una gran cantidad de sentencias, tiene que ser aprobado por el juez.


El otro efecto que se produce, a cambio de esta declaración, es que se fija el “monto” de la pena.  El juez está obligado a aceptar esa declaración de culpabilidad, no pudiendo entrar a ver si se sustenta, efectivamente, en antecedentes mayores.


Otra forma de solución alternativa es la posibilidad de “acuerdos reparatorios” entre la víctima y el imputado, limitada a aquellos casos en los cuales el bien jurídico sea disponible. 
 Todo esto, en el momento en el que se ha formalizado la acusación, e incluso antes, en casos excepcionales.  


Cerrada la investigación, una vez practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal tiene dos alternativas: solicitar el sobreseimiento definitivo o temporal, o formular acusación, en ambos casos, ante el juez de control de la instrucción.


Si decide presentar acusación, se realiza una audiencia, denominada intermedia, 
en la cual el fiscal tiene derecho a formular su acusación, a evaluar el contenido de lo investigado y a decir “acuso”. 


Al imputado se le da  la posibilidad de oponer  — lo que en el Código se llama y en el actual se conserva —  excepciones de previo y especial pronunciamiento (incompetencia del tribunal, litis pendencia, cosa juzgada) .  La idea es ver si es procedente seguir el proceso. Si así fuere, el juez  — que ha estado permanentemente vigilando, por lo que se le llama juez de control de la instrucción (juez de garantía) —  dicta un auto de apertura del juicio oral.


Al término de la audiencia intermedia, el juez  dictará el auto de apertura del juicio oral, en el cual determinará el tribunal competente, la o las acusaciones que deberán ser objeto del juicio oral, las demandas civiles, las pruebas por rendir y la individualización de las personas que deberán ser citadas.  


En un período que oscila entre los quince y los sesenta días, se realiza la audiencia del juicio oral.


La publicidad del juicio oral tiene una peculiaridad de eficacia social inconmensurable.  El compromiso social que hay detrás de las sentencias públicas es enorme, porque las víctimas, los ciudadanos y los delincuentes advierten cómo opera el sistema y saben la reacción jurídica del Estado frente a estos atentados. 


La única forma de control que este juicio tiene, además de la presencia del público y de todos los involucrados, es el recurso de casación.  


Este juicio oral y público descansa, además, en un elemento absolutamente contrario a lo que se conoce actualmente:  la única prueba que puede servir de fundamento a la sentencia es aquella que se verifica en este juicio, en presencia del tribunal, del imputado,  del ministerio público y demás intervinientes.  


Esto es fundamental, porque destierra la malsana costumbre del sumario secreto. Con este régimen, la  investigación vuelve a sus justos términos: sirve para el acopio de antecedentes y nada más.


El  juicio oral se desarrolla ante un tribunal colegiado de tres miembros letrados.


Se abandona el sistema de prueba legal origi​nalmente consagrado en el Código,  así como el sistema de la apreciación de la prueba.


En cuanto a los medios probatorios, se propone  la adopción del sistema de la libertad probatoria en cuanto a la intro​ducción de los medios de prueba al juicio, ha​ciéndose expresa mención de la posibilidad de que se utilicen como tales todos aque​llos mecanismos modernos por medio de los cuales resulta posible hacer constar hechos de manera confiable. 


Concluidas las alegaciones de las partes y recibidas las pruebas, el tribunal delibera,  sin separarse, en la misma audiencia,  y emite su veredicto de culpabilidad o inocencia.  Absuelve o condena.  Hecha esa declaración, más tarde, en un lapso que se le determina, podrá dictar una sentencia con las motivaciones. 


En cuanto a la aprecia​ción de la prueba, se propone la adopción del sistema de libre valoración de la prue​ba, único compatible con el reconoci​miento de la autonomía de cada juez para adquirir su propia convicción, pero tendrá que emitir su juicio haciendo constar las pruebas que le han permitido establecer los hechos. En todo caso, las conclusiones del tribunal, reflejadas en el fallo, no pueden vulnerar las normas de la lógica, los conocimientos científicamente afianzados  ni las máximas de la experiencia, conjunción de elementos que constituyen lo que se da en llamar la sana crítica, como sistema de apreciación de la prueba, expresión que en el Código no se utiliza.

 
Paralelamente al reconocimiento de la libertad del juez para la valoración de la prueba, se enfatiza la necesidad de la explicitación de los razonamientos utiliza​dos para el establecimiento de los hechos a partir de los diversos medios. Esta funda​mentación debe constituirse en una de las exigencias más rigurosas para los jueces como único modo de garantizar el posterior control de sus decisiones, tanto por parte de los tribunales que conozcan de los recur​sos en contra de la sentencia como por parte del conjunto de la sociedad.


La sentencia que emita el tribunal del juicio oral es en única instancia, esto es, no es apelable, no es susceptible de ser revisada por un tribunal superior. 


Básicamente, uno de los fundamentos principales de la apelación ha estado entre la inexperiencia del juez de primera instancia, unipersonal,  y la mayor experiencia del tribunal superior, colegiado. Un segundo criterio a favor de la doble instancia sería el del número de jueces, o sea, es habitual que se establezca un régimen de apelación desde un tribunal unipersonal para ante un tribunal colegiado, al cual se reconoce que da mayor  garantía y tiene más experiencia.  


En el sistema propuesto, esos argumentos no son válidos, dada la calidad del juicio que se propone.  No cabe duda alguna de que si todas las pruebas se rinden en presencia del tribunal y las partes hacen sus alegaciones delante de éste, será el juicio mejor informado de todos, el más completo y garantista.


Terminada la exposición, la Comisión estimó pertinente obtener mayor información sobre dos temas en particular: el del hábeas corpus y el de la aplicación o entrada en vigencia del nuevo Código.


Sobre la no inclusión del tema del hábeas corpus 
 en el nuevo Código, se hizo hincapié en que era perfectamente posible y razonable argumentar a favor de su incorporación en el Código de Procedimiento Penal, pero que la tendencia moderna caminaba por otros sentidos.  


En Chile siempre ha existido el inconveniente de haber circunscrito el hábeas corpus al ámbito del proceso penal, siendo éste mucho más que esto.  


Es más, en el  derecho comparado hay muchos sistemas que no admiten la posibilidad de interponer un recurso de amparo cuando la persona está sometida a un proceso penal, porque se supone que está bajo el imperio de la mayor de las garantías que el Estado puede ofrecer: la tutela jurisdiccional. De manera que hoy día se opta por establecer acciones constitucionales. 


En definitiva, primó el criterio de regular el hábeas corpus en un ordenamiento ajeno al Código, para destacar mejor su condición de acción constitucional.  

--------


En lo que respecta a la aplicación del nuevo proceso penal, se aseguró que  se han buscado — y se siguen buscando— alternativas eficientes de instauración.  


Se precisó que la idea más generalizada  es la de una instauración progresiva territorialmente, para lo cual hay dos lineamientos que tienen que ver con la realidad urbana y con las ciudades pequeñas o que tienen cobertura rural.  El problema, en todo caso, es complicado, porque, ¿cómo habrá cobertura de un sistema tan complejo  —que implica, a lo menos, cinco funcionarios: el fiscal, el juez de control de la instrucción y los tres jueces del juicio oral—  en lugares alejados territorialmente o que pueden tener una masa de casos relativamente pequeña? Sin embargo, no puede desconocerse que el 90% de la carga de los casos criminales está en las ciudades grandes.  Por lo tanto, desde el punto de vista de los juicios orales, no habría problemas, ya que en estos lugares habría muy pocos.  La idea es que, en esos pocos casos, (que es lo que se hace en Argentina), el tribunal que corresponda pueda constituirse en el lugar de realización del juicio. 


El único órgano que tendría que instalarse en esos lugares, con un costo importante, porque podría tener cierta capacidad ociosa, es el fiscal.  Pero es el menos complicado, porque la fiscalía no es un órgano jurisdiccional. Si la cobertura es muy baja, es perfectamente posible pensar que éste delegue su función o contrate a un abogado del lugar para que la ejerza puntualmente, o que envíe, ocasionalmente, cuando sea necesario, a un fiscal a que ejerza esa cobertura.  Con todo, en ciertos casos, los menos,  será inevitable la instalación de un fiscal, cuando se evidencie que hay cierto flujo de detenidos.  


Los lugares más complicados serán aquéllos en que los medios de comunicación sean difíciles.  Sin embargo, mientras más transparente sea el sistema y más actores intervengan en él, habrá más posibilidades de control y de acceso.
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Anexo B

Reseña sobre legislación comparada relativa al Ministerio Público.


En Alemania,  la instrucción se confía al Ministerio Público (MP), bajo el control de un juez cuando se trata de la adopción de medidas cautelares u otras que, constitucionalmente, están reservadas a la autoridad judicial.  El juez no actúa de oficio, sino sólo cuando se lo solicita el MP, el cual depende del Ministerio de Justicia. Esta es una característica muy marcada del régimen alemán. No obstante, por la tradición jurídica alemana, las instrucciones que da el Ministerio de Justicia son solamente de política general y no incursionan en el ámbito de los casos específicos. Por lo mismo, el MP tiene una importante dosis de discrecionalidad para ejercer el principio de oportunidad, conforme a parámetros que la ordenanza procesal penal determina claramente.


En Francia, el régimen vigente es de un arquetipo muy singular. La instrucción penal está confiada a un juez de instrucción. Hay un MP que tiene intervención, pero está también la presencia del Consejo de Estado que, siendo un órgano absolutamente administrativo, un órgano del Ejecutivo, tiene, sin embargo, funciones judiciales de control, de intervención.  Ello desorienta la perspectiva de análisis.


El Estatuto del Ministerio Público francés está caracterizado por la relación de subordinación jerárquica que une a sus miembros con el Ministerio de Justicia y por una ambigüedad que permite todo tipo de intromisiones del Poder Ejecutivo.


Pero, ante todo, dicho estatuto, a los magistrados que juzgan, les impone una carrera de tipo militar. Para pasar de un grado a otro, para pretender ejercer determinadas funciones, se debe estar inscrito en unas “listas de aptitud” y en una “tabla de ascensos”.


La comparación entre las competencias legales del Ministerio Público y su situación estatutaria revela que se trata de un sistema donde el poder político “posee” a la justicia.


Cabe destacar que en estos dos países el Ministerio Público no es consagrado a nivel constitucional, sino que su regulación la hacen leyes especiales.


En Austria, la instrucción también se encomienda al MP, que tiene oficinas vinculadas a cada Corte Criminal (17), y que también depende del Ministerio de Justicia.  Sin embargo, al MP se le otorga el monopolio del ejercicio de la acción penal; no obstante este poder, el régimen está estructurado en un principio de legalidad, es decir, no hay posibilidades discrecionales de resolver si se investiga o no se investiga.


En Grecia, el MP, de acuerdo con la ley 1756-1989, es una autoridad judicial y, sin embargo, es funcionalmente independiente tanto de los tribunales como del Poder Ejecutivo.  Se le reconoce la competencia privativa de practicar una investigación preliminar. Esto es importante, porque, después de establecerse el monopolio del MP de hacer esta investigación preliminar, se estatuyen distintos canales.  Al final, se reconoce a un juez, también instructor, la posibilidad de investigar respecto de los procesos más importantes.  En otras palabras, hay dos etapas: 1. Investigación preliminar, a cargo exclusivamente del MP, el que resuelve qué destino le dará al producto de su investigación. 2. Si cree que hay un delito importante, lo traslada al juez instructor, el que practica un sumario.  Si es de entidad menor, hay una investigación administrativa.


En estos días, se  estudia un proyecto de reforma que otorga al MP mayores atribuciones en relación con el ejercicio del principio de oportunidad.  Se busca otorgarle mayores poderes discrecionales, para promover reconciliación entre ofensor y víctima en delitos contra la propiedad y en los delitos culposos, previo pago de indemnizaciones.


En el Reino Unido hay varios sistemas y no todos son iguales, por lo cual es posible establecer un régimen común a Gales, Escocia e Inglaterra, pero el régimen irlandés es distinto.  


En general, en el Reino Unido la idea es que no exista un órgano persecutorio.  Hay oficinas distintas encargadas de la persecución.  En cambio, en Irlanda, a raíz de una reforma de hace unos veinte años, al Fiscal General (General Attorney) se le quitó la atribución persecutoria (Ley de Persecución de Delitos, de 1974), por el temor que inspiraba la interferencia política en la acción persecutoria de éste, debido a su dualidad de funciones: posibilidad de persecución y asesoría legal del Ejecutivo.  Se resolvió encomendar todo el tema de la persecución a una oficina llamada del Director de Persecución Pública, personaje de rango semejante al del Fiscal General.


Se ha abierto discusión en torno a los excesivos rangos de independencia que se le conceden al MP y esto se ha resuelto por la jurisprudencia.  Los jueces irlandeses han abogado por el régimen de independencia, porque esta oficina persecutoria no está en la necesidad de justificar por qué inicia un proceso persecutorio.  


Los jueces se han reservado el derecho de fiscalizar que las decisiones no obedezcan a mala fe ni a lo que se denominan políticas impropias.


En Italia, el artículo 112 de la Constitución, que data de 1947, consagra el Ministerio Fiscal en el título referente a la Magistratura y le encarga como misión ejercitar la acción penal. Los artículos 107 y 108 garantizan a sus integrantes inamovilidad e independencia. Lo demás queda entregado al ámbito de la potestad legislativa.


Conforme al Código de 1988 y a su contrarreforma de 1992, existe un MP que conforma el Poder Judicial y, como los jueces, está sometido a un Consejo General de la Magistratura.  Se reconoce la posibilidad del intercambio de las funciones y no se puede ser parte del MP sin haber tenido la condición de juez.  Su ley orgánica, llamada Ordenamiento Judicial (artículos 73, 74 y 78),  y el Código de Procedimiento Penal (art. 326) le reconocen, entre otras,  la facultad de investigar y de iniciar, ejercer y sustentar la acción penal.  El MP dirige las investigaciones y dispone para estos efectos de la policía judicial.


En España, la situación es una de las más confusas.  


La Constitución española de 1978 trata del Ministerio Público dentro del Título VI, relativo al Poder Judicial.


El Ministerio Fiscal español tiene como misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, así como velar por la independencia de los tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.


Este organismo ejerce sus funciones conforme con los principios de unidad de actuación, dependencia jerárquica, legalidad e imparcialidad. Su estatuto orgánico es regulado por la ley.


El Fiscal General del Estado es nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.


Los fiscales, así como los jueces y magistrados, no pueden desempeñar otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establece el régimen de incompatibilidades de los miembros del Poder Judicial, y asegura la total independencia de los mismos.


Como puede observarse, si bien el MP está constitucionalmente reglamentado en el interior del Poder Judicial (Título VI de la Constitución), se encuentra en una peculiar posición institucional, con autonomía respecto a los órganos decisorios de la jurisdicción. No es un servidor del Ejecutivo, ni su agente, ni tampoco, “stricto sensu”, un órgano de la Administración de Justicia. Sin embargo, se confiere intervención al Poder Ejecutivo en el nombramiento del Fiscal General y de los restantes fiscales.  Al Ministerio de Justicia se le otorga competencia para imponer sanciones al MP y al Poder Ejecutivo se le confieren facultades para reglamentar la actividad del MP.  Todas estas funciones hacen muy difícil establecer verdaderamente a quién está sujeto el MP.


El comentario generalizado es que la actuación del MP está condicionada fuertemente por el Poder Ejecutivo.  La instrucción se le confiere a un juez instructor y no al MP, el que tiene una función de control.  En consecuencia, concluida la instrucción, el MP debe evaluar para determinar si el material acumulado autoriza para acusar, sobreseer o si es incompleta y, por lo tanto, deben practicarse nuevas actuaciones.   El MP es un verdadero control de la actividad instructora de los jueces.  


Es importante destacar el rango constitucional que se le confiere, colocándolo en el mismo plano que las más altas instituciones del Estado.


En Portugal, la Carta Fundamental regula, en su Capítulo IV, las funciones, estatuto propio y organización del Ministerio Fiscal. En el artículo 224 dispone que a él compete representar al Estado, ejercer la acción penal, defender la legalidad democrática y los intereses que la ley determine.


Organiza la entidad sobre la base de magistrados responsables y jerárquicamente subordinados encargando a la ley regular lo relativo a sus traslados, suspensiones, jubilaciones y destituciones.


El artículo 226 preceptúa que el órgano superior del Ministerio Fiscal será la Fiscalía General de la República, presidida por el fiscal general.


De la forma indicada, la Constitución de 1976, aunque no exenta de cierta ambigüedad, estableció las bases de la autonomía del MP introduciendo un capítulo propio dedicado al MP, integrado en el título referente a los tribunales. A la Procuraduría General de la República, expresamente definida como “el órgano superior del MP”, atribuyó competencia para el nombramiento, destino, traslado y promoción de los miembros del MP y para el ejercicio de la acción disciplinaria. Por último, entregando al Presidente de la República la competencia para nombrar al Procurador General de la República, a propuesta del Gobierno.


Con la revisión constitucional de 1989, la autonomía fue expresamente incluida en el texto de la Constitución, que igualmente pasó a prever la existencia del Consejo Superior del Ministerio Público y su composición.


La autonomía se caracteriza, funcionalmente, por la sujeción de los magistrados del MP a criterios de legalidad y de objetividad, y orgánicamente, por la independencia frente a los demás órganos del Estado, garantizada por la existencia de un órgano propio de gobierno. 


En Argentina, su Código Procesal Penal (conocido por Código Levene), confía la instrucción al juez instructor, con una especial particularidad: en su momento, autoriza que el juez delegue la instrucción en el MP.  Sin embargo, la reforma reciente de la Constitución ha introducido una modificación en el artículo 120, en que se establece que “el MP es un órgano independiente, con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República”.  En Argentina, el debate está dedicado a la dictación de la ley Orgánica del MP, porque éste es un principio meramente constitucional.


En Brasil, la Constitución Política, que es muy detallista, consagra el MP. En el capítulo IV del Título IV, estableciendo que se trata de una institución permanente, esencial para la función jurisdiccional del Estado, a la que incumbe la defensa del orden jurídico, del régimen democrático y de los intereses sociales. Le asegura autonomía funcional y administrativa.


El sistema brasileño es singular, porque el MP forma parte de la estructura del Poder Judicial, el cual está concebido con dos grandes ramas que parecieran ser semejantes: la constituida por los jueces y tribunales, y la constituida por la rama del MP.  Por eso, en el régimen de designación de los jueces, en Brasil es conocido el sistema del quinto constitucional, que significa que, hechas las designaciones sobre la base de quinas, siempre deberá incluirse un miembro ajeno a la rama judicial; de esa manera, se va produciendo un régimen de renovación.  No sólo se propone uno, sino que uno de cada cinco jueces que se nombran, tiene que venir de una rama ajena al Poder Judicial.  Sin embargo, al Procurador General, cabeza de este régimen,  lo nombra el Presidente de la República, con aprobación de la mayoría absoluta del Senado, y éste es el mismo régimen para destituirlo.


En Colombia, la Constitución de 1991 distribuye funciones y competencias propias del ministerio público, entre la Fiscalía General y el Ministerio Público propiamente tal. La Constitución incluye a la Fiscalía como parte de la rama judicial.


El Ministerio Público es dirigido por el Procurador General de la Nación, quien es elegido por el Senado para un período de cuatro años, de una terna propuesta por el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado.

Las principales funciones del Procurador General de la Nación son:

- Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos;

- Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del Defensor del Pueblo;

- Defender los intereses de la sociedad y los intereses colectivos, en especial los relativos al ambiente;

- Velar por el ejercicio de las funciones administrativas;

- Ejercer vigilancia en la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas;

- Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales.


En el sistema colombiano, se establece la misma norma del Código de Procedimiento Penal chileno, en el sentido de que se impone al fiscal el deber de investigar con idéntico celo las circunstancias que demuestran la responsabilidad del inculpado como aquellas que la atenúan.  Cuando se eleva la investigación a juicio, el Fiscal pasa a ser definitivamente una parte del proceso penal y asume la condición de acusador.


En Perú, la Constitución tiene un Capítulo X, reservado al Ministerio Público, estableciendo que el MP es autónomo, correspondiéndole promover, de oficio o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho. Representa en los procesos judiciales a la sociedad y conduce desde su inicio la investigación del delito, para lo cual la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del MP en el ámbito de su función. 


Dispone el artículo 91 que, entre otros, los miembros del Ministerio Público no pueden ser elegidos congresistas si no han dejado el cargo seis meses antes de la elección.


Corresponde al Ministerio Público:


1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho.


2. Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta administración de justicia.

3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad.

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito.  Con tal propósito, la policía está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función.

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte.

6. Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos que la ley contempla.

7. Tiene iniciativa en la formación de las leyes y debe dar cuenta al Congreso, o al Presidente de la  República, de los vacíos o defectos que detecte en  la legislación.


El Código Procesal Penal de 1991 otorga al MP la condición de titular del ejercicio de la acción penal pública.


En Ecuador y Uruguay, hay juez instructor.  Es parecido al régimen español o al régimen argentino actual.


En Costa Rica y Panamá, el MP conduce la investigación o instrucción.  Así es en Panamá, desde 1987 y, en Costa Rica, desde fecha más reciente.  


En Guatemala, el MP es una institución auxiliar de la administración pública y de los tribunales, con funciones autónomas, cuyos fines principales son velar por el estricto cumplimiento de las leyes del país y ejercer la representación del Estado.


En Panamá, al MP le corresponde, entre otras funciones, perseguir los delitos y contravenciones de disposiciones constitucionales o legales.

En Bolivia, la Constitución de 1967, en el Capítulo I del Título Quinto, artículos 124 y siguientes, consagra al Ministerio Público como  un ente de derecho público, orgánico y jerárquico, con independencia funcional, que tiene por finalidad promover la acción de la justicia, defender la legalidad, los intereses del Estado y la sociedad, conforme a lo establecido en la propia Constitución y en las leyes.


Representa al Estado y a la sociedad en el marco de la ley, se ejerce por las Comisiones que designen las Cámaras y, en los casos establecidos por ley, por el Fiscal General, los fiscales de Sala Suprema, los fiscales de distrito, los fiscales de Sala Superior y demás funcionarios que componen dicho organismo.

Goza de independencia funcional, administrativa y autonomía de ejecución presupuestaria en el ejercicio de sus funciones. Está a su cargo la Dirección de la Policía Judicial.


Para ser Fiscal General de la República se requiere cumplir las mismas condiciones que para ser magistrado de la Corte Suprema. El Fiscal General de la República es designado por el Congreso,  por dos tercios de votos de todos sus miembros. Ejerce sus funciones diez años improrrogables y puede ser reelegido después de un período de diez años. No puede ser destituido sino en virtud de sentencia condenatoria, previa acusación de la Cámara de Diputados y juicio en única instancia ante la Cámara de Senadores.

El Fiscal General de la República debe informar al Poder Legislativo, por lo menos una vez al año y puede ser citado en cualquier momento por las Comisiones del Poder Legislativo.


La regulación de la estructura, organización y funcionamiento del Ministerio Público son entregadas a la ley común.

En México, la Constitución Política de 1917, actualizada a 1995, dispone en el artículo 102 que la investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato.


Se encarga a la ley organizar el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo.


 Se dispone que estará presidido por el Procurador General de la República, designado por el titular del Ejecutivo con ratificación del Senado, que podrá ser removido libremente por el Ejecutivo.


Se establece que las resoluciones mediante las cuales el Ministerio Público decida no ejercer la acción penal o desistirse de ella, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional, en los términos que establezca la ley.


De sus atribuciones cabe destacan las siguientes: perseguir todos los delitos de orden federal; solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas, e intervenir en todos los negocios que la ley determine. El Procurador General de la República interviene personalmente en las contiendas constitucionales que se susciten entre distintas autoridades y órganos de la Federación y de los Estados, cuyo conocimiento sea de competencia de la Corte Suprema.


Finalmente, se consagra la responsabilidad del Procurador General de la República y de sus agentes por toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones.

--------


El proyecto del Gobierno tiene la peculiaridad de diferenciarse, prácticamente, de todos estos sistemas, y de  asemejarse a muchos. 


Lo que se propone es una instrucción confiada al  MP — se puede decir que es muy tributario del sistema alemán, pero se separa de éste en cuanto a los temas de dependencia y de discrecionalidad —, que no depende del Poder Ejecutivo ni del Ministerio de Justicia, con posibilidades muy restringidas de ejercicio del principio de oportunidad  y con facultades  de  discrecionalidad casi inexistentes. Quizás se asemeje más al sistema irlandés.  


La tendencia latinoamericana  es la del establecimiento del MP como un ente autónomo, de rango constitucional. Una de las razones por las cuales ésta ha sido la solución latinoamericana es porque en la región — dadas las características de los sistemas políticos y, en general, atendido el bajo desarrollo de los sistemas de controles y de respeto por las autonomías en el interior de las competencias que son vistas como propias de entes corporativos — establecer la manera de garantizar la autonomía del MP ha sido siempre la de establecer su autonomía en el nivel constitucional.  


En todo caso, la ubicación institucional del MP, en sus distintas versiones, incluso en el interior de los sistemas constitucionales de raíz continental, no tiene que ver con la naturaleza de la instrucción.  


Una de las opciones más socorridas en Europa es la de encomendársela al Poder Ejecutivo  — Alemania, España —, en donde no se entiende que sea una cuestión jurisdiccional.  La razón por la cual no se establece un MP autónomo es por la menor necesidad de elevar la autonomía a rango constitucional para poder preservarla, y no porque se estime que es una función jurisdiccional. 
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REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CREA EL MINISTERIO PÚBLICO. TEXTO COMPARADO.

CONSTITUCIÓN
MENSAJE
SENADO
INDICACIONES

	Artículo 19. 
La Constitución asegura a todas las personas:


3.º  La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.


Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.


La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.


Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por ésta.


Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento.


La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.


Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.


Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella;

Artículo 32. Son atribuciones especiales del Presidente de la República:


14.º  Nombrar a los magistrados de los tribunales superiores de justicia y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente, y al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar, todo ello conforme a los prescrito en esta Constitución;

Artículo 49. Son atribuciones exclusivas del Senado:

Artículo 54. No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores:


1) Los Ministros de Estado;


2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miembros de los consejos regionales y los concejales;


3) Los miembros del Consejo del Banco Central;


4) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces de letras y los funcionarios que ejerzan el ministerio público;


5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales; 


6) El Contralor General de la República;


7) Las personas que desempeñan un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal, y


8) Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado.


Las inhabilidades establecidas en este artículo serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección; excepto respecto de las personas mencionadas en los números 7) y 8), las que no deberán reunir esas condiciones al momento de inscribir su candidatura. Si no fueren elegidos en una elección no podrán volver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempeñaron hasta un año después del acto electoral.

Capítulo  VI

PODER JUDICIAL

Artículo 73. La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.


Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión.


Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública  o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán en la forma que la ley determine.


La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar.

Artículo 75. En cuanto al nombramiento de los jueces, la ley se ajustará a los siguientes preceptos generales.


Los ministros y fiscales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte. El ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos ocupará un lugar en la nómina señalada. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos, pudiendo figurar personas extrañas a la administración de justicia.


Los ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte Suprema.


Los jueces letrados serán designados por el Presidente de República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.


El juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el juez letrado civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer y que figure en lista de méritos y exprese su interés en el cargo, ocupará un lugar en la terna correspondiente. Los otros dos lugares se llenarán en atención al mérito de los candidatos.


Sin embargo, cuando se trate de nombramiento de ministros de Corte suplentes, la designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de los jueces, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas designaciones no podrán durar más de treinta días y no serán prorrogables. En caso de que los tribunales superiores mencionados no hagan uso de esta facultad o de que haya vencido el plazo de la suplencia, se procederá a proveer las vacantes en la forma ordinaria señalada precedentemente.


Artículo 78. Los magistrados de los tribunales susperiores de justicia, los fiscales y los jueces letrados que integran el Poder Judicial, no podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo el caso de crimen o simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmediatamente a disposición del tribunal que debe conocer del asunto en conformidad a la ley.


Artículo 79. La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la nación. Se exceptúan de esta norma el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones, los tribunales electorales regionales y los tribunales militares en tiempo de guerra.


Conocerá, además, de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado.


	“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República.

1. Al Artículo 54:


a) Suprímese, en el número 4), la frase "y los funcionarios que ejerzan el ministerio público" y sustitúyese la coma (,) que la antecede por la conjunción "y"; 


b) Sustitúyese, en el número 7), la conjunción  "y" por un punto y coma (;);


c) Sustitúyese, en el número 8), el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción "y";


d) Agrégase el siguiente número 9, nuevo:


"9) Los miembros del consejo superior del Ministerio Público, el fiscal nacional y los fiscales regionales del ministerio público."


e) "Agrégase en el inciso final a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: "Tratándose de las personas señaladas en el número 9, estas inhabilidades se extenderán a un período de cuatro años antes de la elección.";


2. Reemplázase el título del Capítulo VI por el siguiente: "VI Poder Judicial y Ministerio Público";


3. Agrégase, a continuación del título del Capítulo VI, el siguiente subtítulo: "Poder Judicial";


4. Elimínase, en el inciso tercero del artículo 73, la expresión "y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten";


5. Reemplázase en los incisos segundo y tercero del artículo 75, y en el artículo 78, la expresión " fiscales", por la expresión " fiscales judiciales";


6. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 79, la conjunción "y", ubicada entre la expresión "regionales" y la palabra "los", por una coma (,), e intercálase, entre la palabra "guerra" y el punto aparte(.) que la sigue, la expresión "y el Ministerio Público.";


7. Agrégase, a continuación del artículo 80, el siguiente subtítulo: 


 "Ministerio Público".


8. Agrégase, a continuación del artículo 80, el siguiente artículo 80 bis:


"Artículo 80 bis.-  Existirá un organismo autónomo, con patrimonio propio, denominado Ministerio Público, que tendrá a su cargo la persecución penal pública en la forma prevista por la ley. Con este propósito, le corresponderá la investigación de los delitos y la formulación y sustentación de la acusación penal ante los tribunales.


A efectos de practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, los fiscales del Ministerio Público podrán impartir en conformidad a la ley, órdenes directas a la fuerza pública.  La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite las órdenes recibidas y no podrá calificar su fundamento u oportunidad ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar.";


9. Agrégase, a continuación del artículo 80 bis, el siguiente artículo 80 bis A, nuevo:


"Artículo 80 bis A.- "La Dirección del Ministerio Público la ejercerá un organismo colegiado denominado Consejo Superior del Ministerio Público, integrado por nueve miembros designados de la siguiente manera:


a) Dos miembros elegidos por la Cámara de Diputados en una sola votación, resultando electos aquellos que hayan obtenido las dos primeras mayorías.

b) Dos miembros elegidos por el Senado en una sola votación, resultando electos aquellos que hayan obtenido las dos primeras mayorías.


c) Dos miembros elegidos por el Presidente de la República.


d) Tres miembros elegidos por la Corte Suprema en una sola votación, resultando electos aquellos que hayan obtenido las tres primeras mayorías.";


10. Agrégase, a continuación del artículo 80 bis A, el siguiente nuevo artículo 80 bis B:


"Artículo 80 bis B.- El Consejo Superior del Ministerio Público designará a un Fiscal Nacional encargado de conducir la gestión del Ministerio Público.


Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los fiscales regionales y demás órganos que constituyen el Ministerio Público, atendiendo especialmente a los principios de descentralización y regionalización.” y

11.
Agréganse las siguientes nuevas disposiciones transitorias:


"Trigesimasexta transitoria.- Para los efectos de la entrada en vigencia de las leyes que componen el nuevo sistema procesal penal, la ley establecerá un sistema gradual de aplicación en una o más regiones, debiendo determinarse en esa misma ley su vigencia en el resto del país.


Sin perjuicio de lo anterior, la ley podrá disponer que determinadas disposiciones de los mismos cuerpos legales, rijan de inmediato.

Dispondrá igualmente la ley, que las normas que establecen formas de instrucción y juzgamiento penal que se reemplazan, conserven vigencia en tanto las causas cuya tramitación se ajuste a ellas, no estén definitivamente concluidas. 


Asimismo, las leyes que componen el nuevo sistema procesal penal se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a su entrada en vigencia. Los hechos anteriores a dicha vigencia se investigarán, conocerán y juzgarán según las normas constitucio​nales y legales que regían a la época de su ocurrencia. 


Con todo, se aplicarán a estos juzgamientos, sujetos al sistema que se reemplaza, las disposiciones del nuevo ordenamiento procesal penal que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales.” Y


"Trigesimaséptima transitoria.- Las actuales normas constitucionales continua​rán vigentes para los efectos del procesamiento de los casos que de conformidad a los artículos anteriores deban regirse por el antiguo sistema procesal penal".”.

	 
"Artículo único.- Introdúcense en la Constitución Política de la República, las siguientes modificaciones:


1.- Reemplázase en el inciso quinto del número 3º del artículo 19, la frase "un racional y justo procedimiento", por la siguiente: "un procedimiento y una investigación racionales y justos".


2.- Sustitúyese el número 14º del artículo 32 por el siguiente:


“14º Nombrar a los magistrados de los tribunales superiores de justicia y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar, y al Fiscal Nacional, a proposición de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución.”.


3.- Agrégase el siguiente número 9) al artículo 49:


“9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación del Fiscal Nacional.”.


4.- Introdúcense al artículo 54 las siguientes enmiendas:


a) en el número 4), suprímese la frase: “y los funcionarios que ejerzan el ministerio público” y sustitúyese la coma (,) que antecede a las palabras "los jueces de letras" por la conjunción “y”;


b) en el número 7), reemplázase la conjunción “y”, así como la coma (,) que la precede,  por un punto y coma (;);


c) en el número 8), sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”;


d) Agrégase el siguiente número 9):


“9) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público.”.


e) Incorpórase en el inciso final, luego de la expresión "al momento de inscribir su candidatura", la siguiente frase: "y de las indicadas en el número 9), respecto de las cuales el plazo de la inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la elección".


5.- Reemplázase en el inciso tercero del artículo 73 la frase "Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar las resoluciones que decreten", por la que se indica a continuación: "Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley".


6.- Reemplázase, en los incisos segundo y tercero del artículo 75 y en el artículo 78, la palabra "fiscales" por la expresión "fiscales judiciales".


7.- Agrégase, a continuación del Capítulo VI, el siguiente Capítulo VI-A:


“Capítulo VI-A


MINISTERIO PUBLICO


Artículo 80 A.- Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en al forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.


El ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley podrán ejercer igualmente la acción penal.


El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura,  o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.


El ejercicio de la acción penal pública, y la dirección de las investigaciones de los hechos que configuren el delito, de los que determinen la participación punible y de los que acrediten la inocencia del imputado en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, como asimismo la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos de tales hechos corresponderá a los órganos establecidos en el Código de Justicia Militar, en conformidad a las normas de este Código y las leyes respectivas.


Artículo 80 B.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.


La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo


Artículo 80 C.- El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.


El Fiscal Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.


Artículo 80 D.- Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno. 


Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En caso que en la región exista más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la Corte de más antigua creación.


Los fiscales regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido 30 años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como fiscales regionales por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.


Artículo 80 E.- La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, llamarán a concurso público de antecedentes para la integración de las quinas y ternas, las que serán acordadas por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar las quinas y ternas los miembros activos o pensionados del Poder Judicial.


Las quinas y ternas se formarán en una misma y única votación en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.


Artículo 80 F.- Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.


Artículo 80 G.- El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. 


La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.


Artículo 80 H.- Se aplicará al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos  lo establecido en el artículo 78.


Artículo 80 I.- El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.".


8. Agréganse las siguientes disposiciones transitorias:


“Trigesimasexta.- Las normas del capítulo VI-A "Ministerio Público", regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus disposiciones como también determinar su aplicación gradual en las diversas materias y regiones del país.


El capítulo VI A “Ministerio Público”, la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones.


Trigesimaséptima.- No obstante lo dispuesto en el artículo 80 E, en la quina y en cada una de las  ternas que se formen para proveer por primera vez los cargos de Fiscal Nacional y de Fiscales Regionales, la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones podrán incluir, respectivamente, a un miembro activo del Poder Judicial."


	


� Discutido y aprobado por la Comisión, en sesiones de fecha 4 y 11 de julio, 8 de agosto, 12 de septiembre, 3 y 10 de octubre, 7, 14 y 21 de noviembre y 6 de diciembre de 1995; 9, 16 y 23 de enero, 5 y 19 de marzo, 2, 9, 16 y 30 de abril, 7, 8, 14, 22 y 23 de mayo, 4, 5, 11, 18 y 19 de junio, 2, 9, 10, 16 y 17 de julio, y 10 de octubre de 1996. Quedó pendiente la cuenta del informe respectivo a la Sala, a la espera de la aprobación de la reforma constitucional sobre el ministerio público.


� El 8 de abril de 1996, ingresó a la Corporación un proyecto de reforma constitucional que establece normas sobre el ministerio público (BOL. 1828-07), que la Comisión estudió y despachó en sesiones de fecha 30 de julio, 6, 13 y 14 de agosto, 3 y 10 de septiembre, y 2 y 8 de octubre de 1996.


Esta reforma constitucional tenía como ideas matrices o fundamentales la consagración constitucional del ministerio público y la adecuación de diversas normas de la Carta Fundamental al nuevo sistema de enjuiciamiento penal previsto en el Código de Derecho Procesal Penal.


De común acuerdo con los integrantes de la Comisión, el Gobierno, con fecha 19 de noviembre de 1996 procedió a retirar el proyecto del Congreso Nacional, e ingresó uno nuevo, más limitado en su contenido, pues tendía a satisfacer sólo la primera de las ideas matrices o fundamentales del anterior, al objeto de lograr acuerdos vinculantes sobre la materia entre ambas Cámaras, para lo cual se logró establecer una participación activa de los miembros de esta Comisión en su similar del Senado, que acordó invitarles por el alto grado de avance y de consenso alcanzado sobre el primitivo proyecto, quienes aportaron al estudio la experiencia ganada respecto del tema en informe. 


Asistieron, por la Comisión, la señora Wörner y los señores Alberto Cardemil, Juan Antonio Coloma, Andrés Chadwick, Sergio Elgueta, Alberto Espina, Luis Valentín Ferrada, Rubén Gajardo, Zarko Luksic, José Antonio Viera-Gallo y Raúl Urrutia.  


� La referida ley dispuso, en su artículo 271, que el ministerio público sería ejercido en la Corte Suprema, por un oficial que se denominaría fiscal de la Corte Suprema; en las Cortes de Apelaciones, por un oficial que se denominaría fiscal de la Corte de Apelaciones, y en los juzgados de letras, por oficiales que se denominarían promotores fiscales.


El citado Decreto con Fuerza de Ley declaró vacantes los cargos de promotores fiscales que intervenían en la primera instancia en los procesos criminales y dispuso que en los casos en que durante la primera instancia se exigiera o se autorizara el simple dictamen o audiencia o citación del ministerio público, se prescindiría de este trámite.


En la actualidad, el ministerio público, reglado en los artículos 350 a 364 del Código Orgánico de Tribunales, entre los auxiliares de la administración de justicia, está integrado por el fiscal de la Corte Suprema, que es el jefe del servicio, y por los fiscales de las Cortes de Apelaciones. Sus funciones se limitan a los negocios judiciales y a los de carácter administrativo del Estado en que una ley requiera especialmente su intervención. El Código trata de las judiciales, no siendo necesaria su intervención en los negocios que se ventilen ante los jueces de letras.


Por las razones indicadas, no se ha estimado pertinente ( ni conveniente ( reproducir en este informe las disposiciones legales actualmente vigentes respecto del ministerio público, pues ninguna de ellas guarda relación con el organismo, de igual denominación, que se viene creando en este proyecto de reforma constitucional. Esa tarea, que en alguna ocasión habrá que abordar, se hará cuando corresponda estudiar la reforma al Código Orgánico de Tribunales o se inicie la adecuación de la legislación vigente a las especificidades propias de la reforma procesal penal.


� Con fines informativos, en el anexo A de este informe se da una información global sobre el proyecto de nuevo Código de Derecho Procesal Penal, ya aprobado por la Comisión, reproduciéndose, al efecto, la parte pertinente del informe respectivo. 


� Para conocimiento e información de los señores Diputados, en el anexo B de este informe se hace una breve síntesis de la legislación constitucional comparada sobre el Ministerio Público.


� El Reglamento, en su artículo 289, obliga a consignar en el informe un resumen del contenido del proyecto aprobado por el Senado, no del proyecto inserto en el mensaje.


� En relación con el artículo 80 A, se rechazó por mayoría de votos una indicación del señor Espina, para que el actual inciso segundo pase a ser inciso final del mismo artículo.





� Conforme con el artículo 13 de la Constitución, son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución lo la ley confieran.


El artículo 2° de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y servicio electoral dispone que para acreditar la existencia de los requisitos anteriores los ciudadanos con derecho a sufragio deben cumplir con el trámite de inscripción en los registros electorales.


� La eficacia es una idea que subraya y acentúa el logro de los objetivos, el alcance de las finalidades de la organización, velando por que sean convincentes, esto es, se concreten o realicen en forma consecuente y coherente con el medio administrativo en el cual se inserta la organización y con la planificación que los inspira.


La eficiencia, en cambio, es un concepto de administración que se localiza en el uso de los medios o recursos disponibles — humanos, financieros, materiales o tecnológicos — conque cuenta una organización, postulando su mayor rendimiento al menor costo y realizar así útilmente una labor determinada. Rolando Pantoja Bauzá. Bases Generales de la Administración del Estado. Ediar-Conosur Ltda. Santiago, 1987, pág. 63.


� De acuerdo con antecedentes proporcionados a la Comisión, se calcula que las causas que llegarán al juicio oral representan el 1,7% del total.


� Art. 311. Entre otros requisitos, se requiere que la pena privativa o restrictiva de la libertad que pudiera imponerse no exceda de tres años.


� Art. 466 y siguientes.


� El delito perseguido, según el art. 315, debe recaer sobre bienes jurídicos disponibles, de carácter patrimonial o susceptibles de apreciación pecuniaria, o cuando se tratare de delitos culposos que no hubieren producido resultado de muerte ni afectaren en forma permanente y grave la integridad física de las personas.


� Vuestra Comisión le ha denominado audiencia de preparación del juicio oral.


� Frase latina adoptada por el inglés y admitida en castellano, con la cual se hace referencia, según la definición de la Academia, al “derecho de todo ciudadano, detenido o preso, a comparecer inmediata y públicamente ante un juez o tribunal para que, oyéndole, resuelva si su arresto fue o no legal, y si debe alzarse o mantenerse”.





